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EDITORIAL 
 
 

Hace escasos días murió atropellado en Barcelona un ciclista. Uno de 

esos centenares que cruzan nuestras calles llevando todo tipo de 

mercancías a cambio de muy poco dinero y escasos derechos. Por ello, 

tras los permisos oportunos del autor y de la revista que lo publicó, 

reproducimos un artículo de un reconocido abogado laboralista dando 

su punto de vista sobre el real estado de la cuestión. 

 

También contamos con otro sobre la cesión ilegal y otro sobre las 

enfermedades profesionales de las limpiadoras. Como se ve, temas que 

tratamos en nuestro actuar cotidiano.  

 

Aparte de las habituales secciones de legislación, negociación colectiva, 

jurisprudencia y otras sentencias de interés. 

 

En la jurisprudencia, dos cosas nos parecen destacables.  

 

De un lado, la sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea que 

decide que en el ámbito del Derecho europeo es obligatoria la existencia 

y cumplimiento del libro de registro de la jornada laboral de los 

trabajadores, dictada casi de forma inmediata al cambio normativo 

decidido por el Gobierno.  

 

Y de otro, el reciente anuncio de la resolución del Tribunal Supremo que 

considera la competencia del orden Social en la materia relativa a 

prevención de riesgos psicosociales y la fijación de cargas de trabajo en 

el ámbito de la Carrera Judicial por el Consejo.  

 

Cierto que en ese pleito no va sola nuestra asociación, pues es una 

demanda suscrita conjuntamente por varias, pero también lo es que fue 

nuestra activa Comisión Sindical la que inició este largo caminar en el 

objetivo de conseguir un sistema razonable. Este nuevo capítulo, 

probablemente no será ni el penúltimo, pues vuelven las actuaciones a la 

Audiencia Nacional. Y mientras tanto, en nuestro orden jurisdiccional, 

sigue siendo claramente excesivo el nivel de litigiosidad que se ven 
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obligados a asumir una buena parte de los Juzgados de lo Social, con 

evidente repercusión en la salud laboral de quienes los dirigen.  
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ARTÍCULOS 

 

 

 

Enfermedad profesional, agentes físicos y 

limpiadoras 1 
(Breve aproximación normativa y doctrinal) 

 

José Luis Asenjo Pinilla 

Magistrado del Tribunal Superior de Justicia de País Vasco.  

Sala de lo Social. 

 

 

 

A.- Preámbulo 

 

Para centrar el presente análisis, veo conveniente efectuar dos precisiones. A saber: 

 

1-. Aunque parezca obvio en una primera aproximación, es necesario delimitar cual 

es el marco normativo en el que me muevo. Recuerdo que es el del art. 169, párrafo 

primero, del Real Decreto-Legislativo 8/2015 (TRGSS, en delante). Establece a tal 

efecto que: “…Se entenderá por enfermedad profesional la contraída a consecuencia 

del trabajo ejecutado por cuenta ajena en las actividades que se especifiquen en el 

cuadro que se apruebe por las disposiciones de aplicación y desarrollo de esta ley, y 

que esté provocada por la acción de los elementos o sustancias que en dicho cuadro 

se indiquen para cada enfermedad profesional…”. De tal manera que como establece 

la sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo (TS, en adelante), de 13-11-

2006, rec. 2539/2005, para obtener esa conclusión hay que analizar: “…los tres 

requisitos que la citada norma exige para ello: Que la enfermedad se haya contraído 

a consecuencia del trabajo realizado por cuenta ajena, que se trate de alguna de las 

actividades que reglamentariamente se determinan, y que esté provocada por la 

acción de elementos y sustancias que se determinen para cada enfermedad…”". 
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Por tanto, excluyo de manera automática todos los casos en que el origen de las 

enfermedades que luego desglosaré, tienen lo que se denomina un origen “común”, 

y que normalmente coinciden con un problema degenerativo en origen. 

 

Tampoco son incluibles aquellos supuestos que debieran ser configurados como 

constitutivos de accidente de trabajo y de acuerdo a lo establecido en el apartado e), 

num. 2, del art. 156, del TRGSS. Es decir: “…Las enfermedades, no incluidas en el 

artículo siguiente, que contraiga el trabajador con motivo de la realización de su 

trabajo, siempre que se pruebe que la enfermedad tuvo por causa exclusiva la 

ejecución del mismo…”. Resulta paradigmática en ese sentido la resolución del TS de 

20-12-2007, rec. 2579/2006, al señalar que: “…a diferencia del accidente de trabajo 

respecto del que es necesaria la "prueba del nexo causal lesión-trabajo" para la 

calificación de laboralidad, "en virtud de la presunción contenida en el articulo 116 de 

la Ley General de la Seguridad Social tal prueba no se exige al trabajador en ningún 

caso en las enfermedades profesionales listadas", poniendo de relieve con ello que el 

sistema vigente en nuestro ordenamiento conlleva una paladina seguridad jurídica ya 

que se presumen iuris et de iure enfermedades profesionales todas las enfermedades 

listadas…en el vigente Real Decreto 1299/2006…”1.   

 

2.- El Real Decreto 1299/2006, de 10 de noviembre (el RD, en adelante), que aprueba 

el cuadro de enfermedades profesionales en el sistema de Seguridad Social y 

también establece criterios para su notificación y registro, distingue hasta seis Grupos 

de este tipo de enfermedades en su Anexo I. Sin embargo, este estudio va a 

centrarse, exclusivamente, en el que se configura como número 2; es decir las que se 

causan por “agentes físicos”. Omitiremos, por tanto las referencias a los agentes 

“químicos”, “biológicos”, “por inhalación de sustancias y agentes no comprendidas en 

otros dos apartados”, “de la piel causadas por sustancias y agentes no comprendidos 

en alguno de los otros apartados” y “carcinogénicos”. 

 

La explicación de que me limite a un campo tan específico, es que las enfermedades 

a las que luego me referiré presentan cierta singularidad en esta profesión. O sea 

tienen rasgos propios, interesantes y diferenciables. Especificidad que entiendo no es 

tan habitual en los otros Grupos en los que predomina el aspecto ambiental en el 

centro de trabajo y, por ende, es factible que confluya con otras profesiones 

diluyendo sus características propias. Todo ello sin perjuicio de reconocer que el uso 

y contacto con determinados productos, puede también llegar a ser un aspecto 

particularizado. 

 

 

B.- Definición de la profesión de Limpiadora 

                                                 
1 En ese mismo sentido y como a su vez nos recuerda la sentencia del TS de 18-5-2015, rec. 1643/2014, sería el 

caso de las de ese mismo Tribunal de 25-9-1991, rec 460/1991; 5-11-1991, rec. 1720/1991; 28-1-1992, rec 

1333/1990; 4-6-1992, rec 336/1991; 9-10-92, rec. 2032/1991; y 25-11-1992,  rec. 2669/1991. 
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Aunque su contenido puede considerarse notorio, para una mayor claridad es 

conveniente remitirse a la que se incluye en el art. 37, del I Convenio Colectivo 

Sectorial de Limpieza de Edificios y Locales –resolución de 8 de mayo de 2013, de la 

Dirección General de Empleo-. Aparece incluida en el Grupo Profesional IV, Nivel 

funcional I, concretamente.  

 

Es decir, son aquellas personas que efectúan tareas de fregado, desempolvado, 

barrido, pulido, manualmente con útiles tradicionales o con elementos 

electromecánicos o de fácil manejo, considerados como de uso doméstico, aunque 

éstos sean de mayor potencia, de suelos, techos, paredes, mobiliario, etc., de locales, 

recintos y lugares, así como cristaleras, puertas, ventanas desde el interior de los 

mismos, o en escaparates, sin que se requieran para la realización de las tareas más 

que la atención debida y la voluntad de llevar a cabo aquello que se le ordene, con la 

aportación de un esfuerzo físico esencialmente2.  

C.- Agentes Físicos a dirimir 

 

Todos pertenecen al Grupo 2. Aunque mayoritariamente son los a su vez 

incardinados en los Agentes D y F, existe una doble excepción y en relación al C. 

 

1. Siguiendo un orden correlativo, empezamos pues por el Código 2C0101. Es la 

Bursitis crónica de las sinoviales ó de los tejidos subcutáneos de las zonas de apoyo 

de las rodillas. En trabajos que requieran habitualmente de una posición de rodillas 

mantenidas como son los que tienen lugar en minas, en la construcción, servicio 

doméstico, colocadores de parquet y baldosas, jardineros, talladores y pulidores de 

piedras, trabajadores agrícolas y similares. 

 

Código 2C0601. Caso del Higroma crónico del codo. Respecto a trabajos que 

requieren de un apoyo prolongado sobre la cara posterior del codo. 

 

2. Pasando al Agente D, es el caso de las enfermedades provocadas por posturas 

forzadas y movimientos repetitivos en el trabajo; enfermedades por fatiga e 

inflamación de las vainas tendinosas, de tejidos peritendinosos e inserciones 

musculares y tendinosas; subdivido en: 

 

Código 2D0101, respecto al Hombro: patología tendidosa crónica de maguito de los 

rotadores. Para trabajos que se realicen con los codos en posición elevada o que 

tensen los tendones o bolsa subacromial, asociándose a acciones de levantar y 

alcanzar; uso continuado del brazo en abducción o flexión, como son pintores, 

escayolistas, montadores de estructuras. 

 

                                                 
2 Criterio también utilizado en la sentencia del TS de 5-11-2014, rec. 1515/2013. 
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Código 2D0201, sobre el Codo y Antebrazo: epicondilitis y epitrocleitis. Respecto a 

trabajos que requieran movimientos de impacto o sacudidas, supinación o pronación 

repetidas del brazo contra resistencia, así como movimientos de flexoextensión 

forzada de la muñeca, como pueden ser: carniceros, pescaderos, curtidores, 

deportistas, mecánicos, chapistas, caldereros, albañiles. 

 

Código 2D0301, en la Muñeca y Mano: tendinitis del abductor largo y extensor corto 

del pulgar (T. De Quervain), tenosinovitis estenosante digital (dedo en resorte), 

tenosinovitis del extensor largo del primer dedo. Sobre trabajos que exijan 

aprehensión fuerte con giros o desviaciones cubitales y radiales repetidas de la mano; 

así como movimientos repetidos o mantenidos de extensión de la muñeca. 

 

3. Finalmente, el Agente F se refiere a enfermedades provocadas por posturas 

forzadas y movimientos repetitivos: parálisis de los nervios debidos a la presión. Los 

supuestos que nos interesan son: 

 

Código 2F0101, respecto al síndrome del canal epitrocleo-olecraniano por 

compresión del nervio cubital en el codo. En trabajos en los que se produzca un 

apoyo prolongado y repetido de forma directa o indirecta sobre las correderas 

anatómicas que provocan lesiones nerviosas por compresión; movimientos extremos 

de hiperflexión y de hiperextensión; y aquellos que requieran apoyo prolongado en el 

codo. 

 

Código 2F0201, sobre el síndrome del túnel carpiano por compresión del nervio 

mediano en la muñeca. Para trabajos en los que se produzca un apoyo prolongado y 

repetido de forma directa o indirecta sobre las correderas anatómicas que provocan 

lesiones nerviosas por compresión; movimientos extremos de hiperflexión y de 

hiperextensión; los que requieran de movimientos repetidos o mantenidos de 

hiperextensión e hiperflexión de la muñeca, de aprehensión de la mano como 

lavanderos, cortadores de tejidos y material plástico y similares, trabajos de montaje 

(electrónica, mecánica), industria textil, mataderos (carniceros, matarifes), hostelería 

(camareros, cocineros), soldadores, carpinteros, pulidores, pintores. 

 

Código 2F0301, respecto al síndrome del canal de Guyon por compresión del nervio 

cubital en la muñeca. En relación a trabajos en los que se produzca un apoyo 

prolongado y repetido de forma directa o indirecta sobre las correderas anatómicas 

que provocan lesiones nerviosas por compresión; movimientos extremos de 

hiperflexión y de hiperextensión; aquellos que entrañen compresión prolongada en la 

muñeca o de una presión mantenida o repetida sobre el talón de la mano, como 

ordeño de vacas, grabado, talla y pulido de vidrio, burilado, trabajo de zapatería, 

leñadores, herreros, peleteros, lanzadores de martillo, disco y jabalina. 
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D.- La Guía de Ayuda para la Valoración de las Enfermedades Profesionales3 y Las 

Directrices para la Decisión Clínica en Enfermedades Profesionales (la Guía y las 

Directrices, en adelante)4.  

 

Muy similares en su contenido, aunque la primera puede considerarse más completa 

y las segundas de lectura más cómoda. Pese a que no tienen la condición de normas, 

son útiles a efectos interpretativos. Así lo ha refrendado, respecto a las segundas, el 

TS en su resolución de 5-11-2014, ya mencionada, y reiterada por la posterior de 18-

5-2015, rec. 1643/2014.  

 

Su importancia deriva, principalmente, de tres cuestiones. La primera es el objetivo 

que persiguen, ya que se configuran a modo de herramienta de ayuda a los 

profesionales sanitarios para identificar y, en su caso, notificar a la autoridad 

competente aquellas enfermedades relacionadas con el trabajo y que pudieran ser 

consideradas como enfermedad profesional según contempla el RD; es decir, tienen 

una perspectiva de presente, pero también de futuro. 

 

La segunda es el amplio expositivo que desarrollan sobre determinadas 

enfermedades y en sus diversas vertientes.  

 

Siendo la tercera que el cuadro de profesiones que allí se incluyen suele ser más 

amplio que el incorporado al RD. Lo cual y a la postre, sería compatible con la 

jurisprudencia del TS que viene insistiendo en que no constituyen un “numerus 

clausus” las relacionadas legalmente, y en ese sentido, nuevamente, nos remitimos a 

las dos sentencias consignadas en el párrafo anterior5. En este último factor 

queremos hacer hincapié. Más teniendo en cuenta que no existe mención alguna a 

esta profesión en el RD. Lo cual resulta muy significativo del olvido legislativo al que 

está sometida. La única excepción y aunque sea indirectamente, sería la referencia al 

“servicio doméstico” en el Código 2C0101.  

 

En este orden de cosas y volviendo de nuevo a esos textos, hay una expresa mención 

a la profesión que ahora nos ocupa y aunque sea utilizando diversas acepciones –

“Servicio de Limpieza”, “Limpiadora”, “Limpieza” y nuevamente “Limpieza” -. Es el 

caso y siguiendo el sistema de Códigos al que ya nos referimos en un epígrafe 

anterior, es el caso del 2D0101, 2D0201, 2F0101 y 2F0301. 

 

 

                                                 
3 Se puede ver en www.aeemt.com. Redactadas por el INSS, páginas 242 a 253 y 256 a 262, básicamente. 

4 Elaboradas por el Instituto de Seguridad y Salud en el Trabajo, publicación del año 2015. Ver en www.insht.es.  

5 “…puesto que el adverbio  "como"  indica,…, que se trata de una lista abierta…”; argumentan las referenciadas, 

entre otras que las anteceden. 

http://www.aeemt.com/
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E.- El Síndrome del Túnel Carpiano Bilateral como ejemplo de la evolución 

jurisprudencial en la materia. 

 

Su caracterización como enfermedad profesional ha sido un tema controvertido a 

nivel de doctrina de los diversos Tribunales Superiores de Justicia, siendo varios y 

variados los pronunciamientos discordantes6.  

 

Juega un papel importante para este debate y en negativo, la falta de referencia a la 

profesión de limpiadora cuando el RD regula el Código 2F0201. Asimismo, la Guía y 

las Directrices tampoco la reflejan entre las potencialmente afectadas. Incluso esas 

reticencias pueden tener origen en que los rasgos profesionales no sean tan claros y 

contundentes como en los oficios incluidos de manera expresa en el citado RD.  

 

Pero aunque sea en un tono menos intensivo. Ello no ha sido óbice para que pueda 

obtener esa calificación y tal como destaco acto seguido. 

 

Siguiendo con este hilo argumental, resalto que la sentencia del TS de 5-11-2014 y 

reiteradamente mencionada en este análisis, se pronuncia con toda claridad y a 

efectos de su conceptuación como enfermedad profesional. Así y partiendo de 

labores tales como el “fregado, desempolvado, barrido, pulido de locales, recintos y 

lugares, así como cristaleras, puertas, ventanas desde el interior de los mismos, o en 

escaparates”;  nos recuerda que suponen: “…movimientos de extensión y flexión de la 

muñeca forzados, continuados o sostenidos, para el manejo de escobas, fregonas, 

mopas, bayetas, cepillos y demás útiles de limpieza, con la sobrecarga de muñeca 

que ello implica, y con la intensidad y repetitividad necesarias para generar la citada 

patología…”. 

Esa decisión ha incidido en posteriores pronunciamientos doctrinales. Relaciono, a tal 

efecto, la evolución afirmativa seguida por ciertos TSJ que antes eran normalmente 

reacios a aceptar esta alternativa. Así y entre las sentencias más o menos recientes, es 

el caso del TSJ de Canarias (Las Palmas), en la de 26-6-2017, rec 462/2017; TSJ de 

Castilla-León (Burgos), en la de 14-2-2018, rec. 31/2018; TSJ de Asturias en la de 24-

4-2018, rec. 563/2018; TSJ de Cantabria en la de 24-5-2018, rec. 218/2018; TSJ de 

Cataluña la de 16-7-2018, rec. 2928/2018; TSJ del País Vasco, en la de 9-10-2018, rec. 

1800/2018 y las que allí se citan; TSJ de la Comunidad Valenciana la de 6-11-2018, 

                                                 
6 Sin ánimo de ser exhaustivos y sin entrar a especificar las concretas circunstancias que pueden darse en cada 

supuesto, citaremos a favor de esa condición las sentencias del TSJ de Andalucía (Sevilla) de 3-5-2007, rec. 

2346/2006; TSJ de Cataluña de 6-7-2005, rec. 2172/2004; TSJ de Asturias de 30-4-2010, rec. 714/2010; TSJ de 

Castilla-León (Valladolid) de 4-2-2011 rec. 446/2010; TSJ de las Illes Balears de 16-11-2011, rec. 1834/2011. En 

contra, podrían invocarse las del TSJ del País Vasco 7-12-2004, rec. 2013/2004 y 5-5-2009, rec. 519/2009; del TSJ 

de Madrid de 4-6-2007, rec. 5536/2006; TSJ Cantabria de 20-12-2007, rec. 1017/2007; TSJ de Asturias de 18-4-

2008, rec. 1912/2007,  8-7-2011, rec. 1363/2011) y 3-2-2012, rec. 3049/2011), TSJ de Castilla-La Mancha de 4-2-

2010, rec. 963/2009; y del TSJ de Extremadura de 7-11-2011, rec. 448/2011. 
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rec. 3028/2017; TSJ de Andalucía (Málaga) la de 12-12-2018, rec. 1181/2018; TSJ de 

Andalucía (Sevilla) en la de 7-3-2019, rec 4335/2017.7  

 

 

F.- Otras enfermedades que pueden relacionarse con esta profesión y en la búsqueda 

de su ratificación jurisprudencial8 

 

Acto seguida desgloso una serie de resoluciones en el ámbito doctrinal/judicial y que 

igualmente se han mostrado favorables a esta caracterización; pero todavía no han 

obtenido referendo por el TS. A saber: 

 

HOMBRO 

 

Tendinopatía degenerativa del hombro derecho y síndrome subacromial derecho: 

TSJ Pais Vasco 18-4-2000, rec. 295/2000 

 

Tendinitis en el tendón supraespinoso del hombro derecho y bursitis subacromial 

del hombro izquierdo: TSJ Illes Balears 19-10-2004, rec. 338/2004 

 

Síndrome subcromial del hombro derecho: TSJ Aragón 7-3-2005, rec. 9/2005 

 

Ruptura del manguito de rotadores: TSJ Comunidad Valenciana, 14-6-2006, rec. 

552/2006 

 

Tendinopatía del supraespinoso del hombro derecho y porción larga del bíceps 

grado III con marcada retracción tendinosa y algias mecánicas persistentes: TSJ 

Catalunya 8-6-2007, rec. 1730/2006 

 

Síndrome subacromial en hombro derecho con limitación movilidad en más de un 

50%, con algias intensas: TSJ Catalunya 3-10-2007, rec. 4463/2006 

Tendinitis del hombro derecho y omalgia en el izquierdo: TSJ Catalunya 12-2-2010, 

rec. 8100/2008 

 

Tendinopatía del supraespinoso por tendinosis en el hombro derecho: TSJ Castilla-

León (Burgos) 10-6-2010, rec. 315/2010 

 

Tendinitis con calcificación de hombro: TSJ Galicia 13-7-2017, rec. 1127/20179 

 

                                                 
7Lo que no obsta para que sigan existiendo pronunciamientos contrarios, como el del TSJ Canarias (Santa Cruz de 

Tenerife), en la resolución de 24-10-2017, rec. 1271/2006.  

8 Obtenidas mayoritariamente de la base de datos del CENDOJ 

9 Argumenta, también, que de no admitirse esta caracterización supondría una discriminación indirecta por razón 

de sexo en aquellas profesiones, como es el caso, mayoritariamente feminizadas. 
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Tendinopatía hombro derecho y epicondilitis con síndrome de interóseo posterior 

codo derecho: TSJ Pais Vasco 10-7-2018, rec. 1305/2018 

 

Tendinopatía de supraespinoso discreta en hombro derecho, bursitis subacromial 

e irregularidad de la superficie de la tuberosidad mayor y menor del húmero: TSJ 

Galicia 8-11-2018, rec. 2099/2018 

 

Síndrome subacromial y síndrome subcoracoideo del hombro derecho: TSJ 

Andalucía (Sevilla): 7-3-2019, 4335/2017 

 

Tendinopatía del supraespinoso distal del hombro derecho con desfibrilación 

parcial anterior del tendón, acompañado de bursitis subcromial subdeltoidea: TSJ 

País Vasco 26-3-2019, rec. 457/2019. 

 

 

CODO 

 

Epicondilitis bilateral a nivel de codos con secuelas de dolor en ambos: TSJ Madrid 

14-6-1999, rec. 1298/1999 

 

Epicondilitis en el codo derecho recidivante: TSJ Pais Vasco 13-11-2001, rec. 

2174/2001  

Epicondilitis bilateral manifestada en el codo derecho: TSJ Madrid 20-3-2003, rec. 

922/2003 

 

Epicondilitis en codo izquierdo, artritis subacromial acromio-clavicular post-

traumática con dolor e impotencia funcional en hombro izquierdo: TSJ Catalunya 

24-7-2003, rec. 1039/2003 

 

Epicondilitis derecha e izquierda: TSJ Pais Vasco 3-2-2004, rec. 2723/2003 

 

Tendinitis en el codo derecho: TSJ Aragón 7-6-2004, rec. 317/2004 

 

Epicondilitis en el codo derecho: TSJ Asturias 31-3-2006 

 

Epicondilitis lateral del codo derecho: TSJ Catalunya 21-6-2007, rec. 3185/200610 

Epicondilitis crónica del codo derecho, epicondilalgia: TSJ Illes Balears 29-4-2008, 

rec. 110/2008 

 

                                                 
10 Es uno de los escasos ejemplos que se admite la contradicción por el TS en esta materia, sentencia de 23-10-

2008, rec. 3168/2007 
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Epitrocleitis bilateral, de predominio derecho, de intensidad leve, con discreta 

pérdida de fuerza, y algias mecánicas residuales: TSJ Catalunya 16-9-2008, rec 

5106/2007 

 

Epicondilitis en codo derecho: TSJ Catalunya 6-2-2009, rec. 7967/2007 

 

Neuropatía cubital en el codo derecho: TSJ Asturias 12-6-2009, rec. 723/2009 

 

Epicondilitis bilateral: TSJ Castilla-La Mancha 16-12-2010, rec. 1375/2010 

 

Epiconlitis en el codo derecho: TSJ Pais Vasco 13-10-2015, rec. 1652/2015 

 

Epicondilitis bilateral: TSJ Galicia 16-9-2016, rec. 1087/2016 

 

Epicondilitis en el codo derecho: TSJ Pais Vasco 31-1-2017, rec. 59/2017 

 

Pérdida de fuerza con algias y limitación a la flexoextensión en el derecho y 

limitación funcional importante en el izquierdo: TSJ Catalunya 12-1-18, rec 

6164/2017 

 

 

MUÑECA (con independencia del síndrome del túnel carpiano) 

 

Tenosinovitis de Quervain en la izquierda: TSJ Catalunya 19-6-2015, rec. 

2372/201511 

 

Tendinitis de Quervain en la derecha: TSJ Galicia 29-1-2016, rec. 868/2015 

 

Entensopatía de la derecha: TSJ Asturias 19-7-2016, rec. 1475/2016 

 

Tendinitis de Quervain en muñeca izquierda: TSJ Castilla-León (Burgos) 14-2-2018, 

rec. 31/2018 

 

 

MANO 

 

Tenosinovitis en los dedos primero, segundo y tercero, de la mano derecha: TSJ 

Asturias 15-6-2007, rec. 2891/2006 

 

 

ESPALDA 

                                                 
11 Aun siendo diestra, e, incluso, con predisposición constitucional a la misma y al estar afecto a un conjunto de 

lesiones de carácter degenerativo en su muñeca y antebrazo izquierdo. 
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Síndrome de abducción dolorosa en espalda derecha: TSJ Catalunya 9-11-2018, 

rec. 4421/2018 

 

 

 

ARTÍCULOS 

 

Falsos autónomos y trabajo en plataformas 
 

Enrique Lillo Pérez 

Abogado Laboralista 

 

 

HAY QUE IMPEDIR EL FRAUDE DE LEY COMETIDO POR LAS EMPRESAS EN RELACIÓN 

CON LOS FALSOS AUTÓNOMOS. EL CASO DE LOS RIDERS. 

 

 

En los últimos años se está produciendo por parte de muchas empresas en España un 

incumplimiento masivo de la legislación laboral. Entre otros extremos en materia de 

contratación temporal donde se ha generado una cultura empresarial de suscripción 

de contratos de trabajo falsamente temporales porque carecen de causa justificativa 

de los mismos, dado que no existe una causa real de necesidad temporal que 

justifique la contratación eventual y en muchas ocasiones incluso la contratación 

interina o de obra o servicio. Este incumplimiento masivo de la legislación laboral y de 

los derechos de los trabajadores merece una respuesta inmediata del Estado 

democrático y social, mediante actuaciones imprescindibles de la Inspección de 

Trabajo, que necesita una ampliación inmediata de sus efectivos profesionales para 

hacer frente a esta situación. 

 

Esta actuación evidentemente puede ser complementada mediante una reforma legal, 

que penalice la contratación temporal fraudulenta y que establezca como mínimo 

imprescindible que, en el caso de contratos temporales fraudulentos la regulación 

legal establezca que si se extingue el mismo y en el juicio se acredita la inexistencia de 

causa legal justificativa del contrato, la consecuencia jurídica debe ser la declaración de 

nulidad del despido no de improcedencia, y el abono por parte de la empresa del 

importe de los salarios dejados de percibir así como la cotización a la Seguridad Social 

de los mismos y a opción del trabajador a que se produzca la readmisión o en 

sustitución de la misma la indemnización legal del despido improcedente. Además se 
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debe establecer una indemnización adicional punitiva que disuada a la empresa de la 

realización de estas prácticas ilegales. 

 

Existe también una actuación empresarial de incumplimiento de la legislación laboral 

en cuanto a los denominados falsos autónomos, frente a ellos la Inspección de Trabajo 

está levantando actas de infracciones legales o de liquidación de cuotas de Seguridad 

Social. Especialmente en los sectores de contratas y subcontratas de Telefónica, donde 

en los últimos años se ha utilizado mucho la figura de falsos autónomos, o en el de las 

empresas cárnicas, donde a través de falsas cooperativas se ha levantado muchas actas 

de liquidación a las empresas cárnicas que utilizan a estas falsas cooperativas como 

medio de aportación de personal sin darles de alta en el régimen general de la 

Seguridad Social, sino que son ellos los que a través de la falsa cooperativa tienen que 

cotizar como autónomos (sobre este tema véase la entrada de este blog 

(http://baylos.blogspot.com/2019/05/carne-sin-explotacion-los-falsos.html) . También existen en la 

actualidad los denominados riders o falsos autónomos de empresas como Glovo, 

Deliveroo, Uber Eats y otros, sobre los que concentraré mi intervención. 

 

En este punto sobre los riders hay que valorar muy positivamente no solo las actas de 

liquidación de cuotas de la Inspección de Trabajo que ha dado lugar a procedimientos 

de oficio a través de demandas promovidas por la Tesorería General de la Seguridad 

Social, como el juicio que está señalado para el 31 de mayo de 2019, Juzgado de lo 

Social 19 de Madrid, donde CCOO Y UGT actúan como partes procesales interesadas 

en el éxito de la demanda de oficio. 

 

Cabe citar también que los jueces de lo social han reconocido de forma mayoritaria la 

existencia de una relación laboral. Así la muy importante decisión del  Juzgado de lo 

Social nº 33 de Madrid, Proc. 1214/2018. En esta sentencia se citan muchas otras de 

diversos órganos judiciales, incluso de tribunales extranjeros, como el Tribunal 

Superior del Condado de Los Ángeles, y del Tribunal de Casación de Francia de 28 de 

noviembre de 2018, en el caso Take it Easy que revoca la previamente dictada por el 

Tribunal de Apelación de Paris. De nuestro país se cita la sentencia del Juzgado de lo 

Social nº 6 de Valencia y como contraria a los intereses de los riders se citan los 

Juzgado de lo Social 39 y 17 de Madrid. Asimismo en esta sentencia del Juzgado de lo 

Social 33 se cita la recomendación 198/2006 de la OIT sobre indicios de existencia de 

relación laboral y se citan también resoluciones de la Unión Europea. En esa misma 

línea, se han dictado tres sentencias por parte del Juzgado de lo Social nº 1 de Madrid, 

Proc. 944/18, 946/18 y 947/18, por lo que se puede hablar ya de una doctrina estable 

de la instancia sobre la laboralidad de estos trabajadores de plataformas como punto 

de partida para la obtención de derechos individuales y colectivos derivados del 

trabajo objeto del Derecho del Trabajo. 

 

Sin embargo hay opiniones doctrinales que buscan una intervención legislativa sobre 

el particular, una solución “ad hoc” para los trabajadores de plataformas. Resulta 

http://baylos.blogspot.com/2019/05/carne-sin-explotacion-los-falsos.html
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significativo en este sentido el contenido la intervención de María Luz Rodríguez, 

Profesora del Derecho del Trabajo en la Universidad de Castilla La Mancha, (Madrid 

Sindical marzo 2019, pág. 9) en la que se plantea que lo fundamental es que el 

legislador intervenga para reconocer unos derechos como protección de la salud, 

prohibición de discriminación o protección de datos, pero sin que lo decisivo sea la 

calificación de los riders como trabajadores por cuenta ajena. Se trata sin embargo de 

opiniones que desenfocan la problemática planteada, porque en la realidad material 

estas personas que prestan sus servicios como “trabajadores autónomos” son 

claramente trabajadores subordinados, a los que resulta de aplicación el art. 1 del 

Estatuto de los Trabajadores, puesto que están sometidos a las instrucciones y al poder 

organizativo de quien le hace el encargo y además el fruto de su trabajo es también 

percibido como beneficio por parte de quien lo hace, aunque parte de este 

beneficio  lo reciba quien hace el encargo a través del control de la plataforma digital 

propiedad de la empresa como medio imprescindible para organizar el trabajo, 

controlarlo y recibir el rendimiento para que le sea reintegrado al trabajador como 

retribución salarial variable en función del número de encargos. Por lo tanto, la 

posesión y control de la plataforma digital donde existe al parecer un algoritmo 

utilizado para la realización de los encargos, implica la posesión y control del medio 

principal del trabajo y de organización del mismo y de recepción del beneficio 

económico.  

 

Consiguientemente, la aplicación del art. 1.1 del Estatuto de los Trabajadores es 

evidente, y esta realidad material no puede esconderse en la supuesta libertad de los 

trabajadores para autoorganizarse en régimen de autonomía, puesto que ellos no 

gestionan personal y directamente el pedido, ni fijan la tarifa del mismo, ni tienen una 

organización propia más allá de un teléfono móvil y de una bicicleta que no configura 

en absoluto una organización de empresa, diferenciada de quien controla la 

plataforma, hace el encargo de entrega al rider del pedido al clientes y fija y cobra la 

tarifa del mismo. 

 

Hay que tener en cuenta que lo principal para estos trabajadores no solo son los 

derechos antes mencionados a la protección a la salud, la prohibición de 

discriminación o la protección de datos, sino básicamente el derecho al salario que 

retribuye la prestación de una jornada de trabajo para la empresa que organiza y 

dirige el mismo. Por lo tanto, el contenido esencial de la relación laboral o del trabajo 

por cuenta de otro no consiste en una declaración retórica y vacía de supuestos 

derechos abstractos, sino que básicamente consiste en el derecho a percibir un salario 

por trabajar durante un cierto tiempo y el importe de este salario debe ser como 

mínimo el equivalente al salario mínimo interprofesional o el que marque el convenio 

que resulta de aplicación. Además este contenido básico de la relación laboral que 

debe respetarse en todo caso consiste también en la cotización al régimen general de 

Seguridad Social para poder tener derecho a la protección por desempleo y la no 

consideración como autónomo, sino trabajador por cuenta ajena, con lo cual se tiene 
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derecho a la protección legal del despido ilícito nulo o improcedente, así como el 

derecho a realizar elecciones sindicales y a participar en la negociación colectiva y en 

la acción sindical en su empresa. 

 

No es preciso por tanto aguardar a una ley que regule específicamente este supuesto 

de hecho., sin esperar a ninguna reforma legal debe aplicarse ya la legislación laboral a 

estos trabajadores que son falsos autónomos, porque mientras se produce esta 

intervención, que ya veremos si llega a buen fin, se está incumpliendo gravemente la 

legislación laboral actual y privando a los riders de su derecho a salario, jornada, 

protección por despido, protección por desempleo, etc. 

 

Esta postura es similar a la que se adoptó por parte de la sentencia del Tribunal 

Supremo en materia de registro de jornada, que se escudó en la inexistencia de 

regulación legal (lo cual no era cierto como se puso de relieve en los votos particulares 

de la misma y el informe de la Comisión Europea ante la cuestión prejudicial planteada 

por la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional en demanda instada por CCOO contra 

un Banco) para favorecer a las empresas en el incumplimiento de su deber de 

verificación de jornada ordinaria como instrumento imprescindible para saber cuál es 

la jornada real efectivamente trabajada y cuando se están realizando horas 

extraordinarias o exceso de jornada. El asunto además de los falsos autónomos no es 

nuevo en nuestra práctica social y de relaciones laborales, puesto que desde hace años 

se plantean reclamaciones para lograr que determinadas relaciones de servicios sean 

reconocidas como relaciones laborales con todos los derechos inherentes a este 

reconocimiento. Así cabe citar entre otras la sentencia de la Sala de lo Social del 

Tribunal Supremo de 18 de julio de 2018, Rec. 2228/15, 9 de diciembre de 2004, Rec. 

5819/03, 24 de enero de 2018, Rec. 3394/15, 8 de febrero de 2018, Rec. 3389/15, y los 

trabajadores de plataformas no presentan singularidades sustanciales respecto de 

estos supuestos más “clásicos”.  

 

Precisamente en lo relativo a la libertad de concreción horaria de la prestación de 

servicios que se invoca con los riders no significa en absoluto la ausencia de 

sometiendo en la ejecución del trabajo a la voluntad del empresario, sentencia 25 de 

enero de 2000, Rec. 582/99, 20 de enero de 2015, Rec. 587/14, referidas a limpiadoras 

al servicio de comunidades de propietarios.  Además la Sala de lo Social del Tribunal 

Supremo en sentencia de 21 de junio de 2011, Rec. 2355/10, califica como laboral la 

relación de servicio de una cobradora de póliza de seguros que no tenía una jornada y 

horario estricta, pero que se sometía a los encargos mensuales de trabajo que para 

una determinada zona se le encargaba por parte de la compañía de seguros. También 

el Tribunal Supremo ya tuvo ocasión de establecer que la relación jurídica de 

encuestadores es propia de relación laboral, STS 26 de enero de 1994, RJ 380, 14 de 

febrero de 1994, RJ 1035,. Igual para los guías turísticos 10 de abril de 1995 RJ 3040, 

para los mensajeros donde se estableció la concurrencia de ajeneidad y dependencia 

propio de la relación laboral, Tribunal Supremo  26 de febrero de 1986, RJ 834, 
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médicos RJ 6 de mayo de 1986, RJ 2490, abogados 4 de febrero de 1990, RJ 1911, 

peritos y tasadores de seguros 10 de julio de 2000, RA 8326, 8 de octubre de 1992, RA 

6622, entre otros muchos supuestos. 

 

Por ello no puede considerarse de manera alguna como legalmente correcta la opinión 

interesada que remite a una legislación futura de derechos básicos de protección 

social la determinación de la naturaleza de los servicios prestados por estos 

trabajadores y trabajadoras, y hay que denunciar que con la exposición pública de este 

tipo de opiniones se está favoreciendo los intereses empresariales que precisamente 

son quienes alientan este tipo de opciones de política del derecho. 

 

 

 

 

Accede al Blog  

JURISDICCIÓN SOCIAL 
Blog de la Comisión delo Social de Juezas y Jueces para la Democracia 

 

http://jpdsocial.blogspot.com/ 
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Recientemente, en Madrid, la Inspección de Trabajo ha levantado Acta de Infracción 

contra la Fundación del Teatro Real por considerar cesión ilegal la relación de esta 

entidad con las personas integrantes de su coro titular. El interés de esta actuación 

reside en llamar nuevamente la atención sobre la vigencia de la necesidad de encontrar 

instrumentos jurídicos eficaces frente al problema de la cesión ilegal de mano de obra 

(cuando no se trata de una situación flagrante de empresas ficticias, inexistentes o 

creadas ad hoc), así como su actual incidencia en la esfera del sector público, desde el 

punto de vista de las actuaciones de la Inspección de Trabajo. El propósito del presente 

artículo es contribuir a generar una reflexión sobre la valoración de los hechos 

determinados en las actas de la Inspección de Trabajo. 

 

En principio, el ordenamiento jurídico laboral regula de manera específica la cesión 

ilegal en el artículo 43 ET con carácter taxativamente restringido, y en la misma línea 

tanto la doctrina como la jurisprudencia han dejado claro en múltiples ocasiones que 

cuando una empresa se limita a proporcionar fuerza de trabajo a otra a cambio de 

remuneración sin intervenir en el proceso productivo ni hacer suyo el resultado del 

mismo, supone la existencia de una cesión ilegal de mano de obra. Sin embargo, el 

recurso masivo a procesos de externalización productiva, la proliferación de fórmulas de 

subcontratación, la existencia de empresas multiservicios, la creación de grupos de 

empresas y la aparición de nuevas fórmulas en la economía de plataformas, así como el 

recurso masivo a la subcontratación en la administración pública, alentado por las 

limitaciones legales a la creación de empleo público, complican en la práctica la 

determinación de los supuestos de cesión ilegal. Es decir, se ha normalizado en nuestro 

mercado de trabajo la coexistencia de sujetos empresariales en los procesos productivos 

prácticamente en todos los ámbitos y sectores, tanto de servicios como de producción 

directa o de transformación de bienes materiales. 

 

El establecimiento normativo de aquellos supuestos permitidos de cesión de mano de 

obra, articulados a través de las empresas de trabajo temporal, revelan la intención del 

legislador de establecer fórmulas ordenadas para la prestación de servicios consistentes 

en la mera disposición de trabajadores a terceras empresas. Por tanto, la conclusión y 

así lo dice expresamente el artículo 43, es que todas aquellas fórmulas que superen 

dicho marco deban considerarse como supuestos de cesión ilegal. Sin embargo, la 

amplia casuística generada en la realidad laboral ya descrita, en la práctica ha dado 

lugar a una elevada dificultad en las actuaciones Inspectoras no sólo para verificar la 

existencia de situaciones de cesión ilegal, sino para que una vez constatadas las mismas 

sean confirmadas en el ámbito judicial.  

 

Esto es, el resultado en la práctica jurídica social, en particular en la jurisprudencia, ante 

la multiplicidad de fórmulas que enmarañan la determinación de cesión ilegal ha sido 

una resistencia judicial, podríamos decir, a la consideración de la misma en tanto se 

mantenga al trabajador o trabajadora de alta en una empresa. Requiriéndose la 

concurrencia de unos requisitos que no se vienen a exigir cuando la cuestión a debatir 
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es por ejemplo la consideración del carácter autónomo o por cuenta ajena de la 

prestación de un servicio por un trabajador o trabajadora. 

 

Sin embargo, cabe preguntarse si ante esta amplitud creciente de supuestos, la 

tendencia jurisprudencial no debería invertirse, y en lugar de añadir criterios a menudo 

sólo válidos para casos singulares, debería hacerse mayor hincapié en los elementos 

esencialmente configuradores de la cesión (legal vs ilegal) de mano de obra, sobre todo 

si tenemos en cuenta que la configuración de la cesión ilegal entre empresas reales 

parte de la STS de 19 de enero de 1994, Nº de Recurso: 3400/1992, que determinó la 

existencia de cesión ilegal, a pesar del carácter real de las empresas, pues no se pone en 

juego la organización empresarial de la empresa contratista. 

 

En este sentido, desde la perspectiva jurídico-social, el objeto y el régimen de la cesión 

ilegal inciden en la concurrencia dos condiciones o supuestos. El primero, que el 

trabajador o trabajadora se tratan como mera mercancía; siendo objeto de préstamo a 

cambio de una cantidad fijada entre dos partes ajenas al trabajador o trabajadora. El 

segundo, la ocultación de la verdadera naturaleza e identidad del empleador; siendo 

necesario determinar quién es el empresario real.  En este sentido, el TS en la sentencia 

de 08/01/2019 Nº de Recurso: 3784/2016, resume los criterios que determinan la 

existencia de cesión ilegal: 

 

1) Un acuerdo entre los dos empresarios -el real y el formal- para que el segundo 

proporcione al primero trabajadores que serán utilizados por quien, sin embargo, no 

asume jurídicamente la posición empresarial. 

 

2) Un contrato de trabajo simulado entre el empresario formal y el trabajador. 

 

3) Un contrato efectivo de trabajo entre éste y el empresario real, pero disimulado por el 

contrato de trabajo formal (STS/4ª de 12 julio 2017 -rec. 278/2016). 

 

El artículo 43 del Estatuto de los Trabajadores, ahonda en esta vocación al establecer 

«consecuencias garantistas en beneficio del trabajador afectado» (STS/4ª de 2 

noviembre 2016 -rcud. 2779/2014 -) al apuntar que «en todo caso, se entiende que se 

incurre en la cesión ilegal de trabajadores contemplada en este artículo cuando se 

produzca alguna de las siguientes circunstancias: que el objeto de los contratos de 

servicios entre las empresas se limite a una mera puesta a disposición de los 

trabajadores de la empresa cedente a la empresa cesionaria, o que la empresa cedente 

carezca de una actividad o de una organización propia y estable, o no cuente con los 

medios necesarios para el desarrollo de su actividad, o no ejerza las funciones 

inherentes a su condición de empresario». 

 

Sin embargo, dada la complejidad de la realidad laboral y empresarial para la 

apreciación de la cesión ilegal siempre es necesario ceñirse al caso concreto 
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(STS/4ª/Pleno de 26 octubre 2016 -rcud. 2913/14 -). Y, en consecuencia, para que no se 

estime cesión ilegal, en cada supuesto debe estar justificada la contrata, debe tratarse 

de una actividad con autonomía de su objeto, aportar medios de producción propios, y 

ejercer poderes empresariales. De acuerdo con la Sentencia del Tribunal Supremo de 2 

de junio de 2011 (RJ/2011/5209), la doctrina judicial ha recurrido a la aplicación 

ponderada de dichos criterios de valoración que no son excluyentes, sino 

complementarios, y que tienen un valor indicativo u orientador. En la práctica, este 

juego de criterios en lugar de simplificar la determinación de la cesión la complica, ya 

que la existencia de indicios contradictorios juega a favor de la legalidad de la cesión, 

produciéndose la exigencia de la concurrencia de varios de estos indicios, en lugar de lo 

contrario. En este sentido a raíz de una actuación Inspectora determinando la existencia 

de cesión ilegal, la STSJ Galicia de 4 febrero 2016, Nº de Recurso: 5102/2015, afirma que 

«Lo característico del negocio de la contrata es que el empresario contratista que asume 

el encargo debe aportar para su ejecución una organización empresarial, en la que se 

insertan unas prestaciones laborales, y éstas tienen un carácter meramente instrumental 

para la obtención del resultado final. Con la contrata no se trata de satisfacer 

directamente una necesidad de mano de obra, sino de atender requerimientos 

productivos, que exigen no sólo mano de obra externa sino también una gestión 

empresarial en sentido amplio, es decir, una actividad ejecutada con medios propios, y 

organizada, dirigida y coordinada por el empresario contratista”. En definitiva, la 

justificación técnica de la contrata está referida a la autonomía de su objeto. Por 

consiguiente, se trata de valorar, como hace la inspección, si la actividad realizada por la 

empresa auxiliar es diferente de la de la empresa principal o por el contrario, si la 

contrata se agota en el mero suministro de mano de obra. 

 

De este modo el mero suministro de mano de obra, sin atender a la relación contractual 

es sido calificado como cesión ilegal, como se recoge en la STSJ Andalucía/Sevilla, de 7 

de noviembre de 2017. En este asunto, un trabajador ejerce sus funciones en virtud de 

un contrato de trabajo con la empresa INDRA, subcontrata de Telefónica que es 

contratista principal del Ministerio de defensa. Pues bien, constata la sala que «En el 

presente caso, del relato de hechos probados de la sentencia y de lo manifestado 

asimismo con valor fáctico en la fundamentación jurídica de la misma, resulta que el 

actor, con independencia de la sucesión de contratas y empresarios formales, desde 

hace más de veinte años ha venido prestando servicios laborales para el Ministerio de 

Defensa siendo dirigido en todo momento por personal militar, sin intervención alguna 

de INDRA ni de Telefónica en el desarrollo de la relación laboral, no existiendo la figura 

de coordinador o responsable de la empresa contratista, y hallándose integrado con el 

personal civil laboral contratado por el Ministerio de Defensa, con el mismo horario y en 

las mismas condiciones que dicho personal, realizando funciones indiferenciadas con el 

personal civil y militar del Ministerio de Defensa, y proporcionándole éste los medios 

necesarios y el programa informático con el que habitualmente trabajaba, limitándose 

INDRA a ser la empleadora formal, subcontratista de Telefónica, que era la contratista 

principal, interpuesta asimismo entre el trabajador y el verdadero empresario que era el 
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Ministerio de Defensa, habiéndose producido una cesión ilegal del trabajador por parte 

de INDRA al Ministerio de Defensa». Se trata, por lo tanto, de un problema de 

determinación de la frontera entre la contratación de obras y servicios y la simple 

puesta a disposición e ilícita cesión ilegal de trabajadores (STSJ de Canarias de 21 de 

abril de 2008, rec. 137/2008). 

 

La actuación de la Inspección de Trabajo precisamente se centra en determinar la 

verdadera realidad de la actividad prestada, determinando si los elementos acreditados 

en su visita, son elementos sustanciales para la prestación de la actividad, o meros 

elementos cuya única finalidad es dar una apariencia de legalidad. El valor de lo actuado 

es lo que determina la calificación jurídica expuesta en el acta de infracción. Por ello la 

percepción directa del ejercicio del poder de dirección, es un elemento de valor 

añadido, que supera la mera aportación documental, y que determina si lo aportado por 

la empresa cedente, ya sea como elementos materiales o personales configura la 

relación dentro del ámbito de la relación jurídico mercantil, o supone un ocultamiento 

del verdadero empresario. La realidad empresarial, se ha esforzado en dar 

cumplimientos formales o construir, a veces artificiosamente, elementos formales que 

sirven para neutralizar una hipotética denuncia o actuación inspectora que oponga 

otros indicios.  

 

En el caso de empresas multiservicios1, la actividad en sí misma no puede considerarse 

ilegal a priori sino que será necesario en cada supuesto proceder a la revisión de las 

circunstancias concretas. Sin embargo, las actuaciones Inspectoras que han verificado 

circunstancias que podrían dar lugar a la existencia de cesión ilegal, entendiendo que la 

actividad prestada supone una mera puesta a disposición de mano de obra, se han 

topado muy frecuentemente con la desestimación por parte de los tribunales. A modo 

de ejemplo, la Sentencia del TSJ de Andalucía, Granada, de 8 de junio de 2005, Nº de 

Recurso:  3539/2004, en relación con un Acta de la ITSS que considera que existe cesión 

ilegal de mano de obra y que recoge como hechos probados las siguientes 

circunstancias acreditadas. Las tareas realizadas por estas trabajadoras son organizadas, 

supervisadas y controladas a diario por la Gobernanta, trabajadora del hotel, que les 

indica si el trabajo es o no correcto, llamándoles la atención si no lo es, si bien también 

lo comunica a la contratista, quien impone en su caso las sanciones disciplinarias. Los 

materiales y útiles utilizados por las limpiadoras tales como líquidos, balletas, 

aspiradoras, carritos etc., son proporcionados a las trabajadoras directamente por el 

hotel, según confirma su Director y la Gobernanta. Si bien, posteriormente compensa su 

importe a la contratista en la factura de los servicios. La contratista tiene su propio 

uniforme de trabajo, aunque a algunas de sus trabajadoras se les ha sido sustituido por 

                                                 
1 Vid. ESTEVE SEGARRA, Mª A. Empresas multiservicios: cesión ilegal de trabajadores y subcontratación en el libro: 

La externalización productiva a través de la subcontratación empresarial: aspectos laborales y de Seguridad 

Social / JOSÉ LUIS MONEREO PÉREZ (dir.), Salvador Perán Quesada (dir.), 2018. TOSCANI GIMÉNEZ D, CLARK 

SORIANO,H: La externalización de la actividad de las camareras de piso: entre la cesión ilegal y el fraude de ley 

Revista de derecho social, Nº 77, 2017. 
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uno nuevo, a cargo del hotel, y sucesivamente a todas se les hará entrega del nuevo 

uniforme a cargo del hotel. Estas trabajadoras cobran de la contratista el salario 

establecido en el Convenio Colectivo Provincial de Limpieza de Edificios y Locales, no el 

de Hostelería, siendo aquel sensiblemente inferior. La contratista es la que fija los 

cuadrantes de trabajo y horarios, que varían según la ocupación de clientes, 

necesidades que le comunica la dirección del hotel. También fija las vacaciones de sus 

trabajadores. La contratista presta servicios de limpieza para otras empresas, aunque la 

mayoría de las trabajadoras trabajan exclusivamente en el hotel, y alguna de ellas, 

siguiendo instrucciones de su empresa, ha limpiado en otros centros de trabajo ajenos 

al hotel. El objeto social de la empresa principal es la hostelería y el objeto social de la 

contratista es la limpieza y reparación de hoteles, y otros centros, privados o públicos y 

labores relacionadas con la construcción. La contratista cuenta en la provincia donde 

radica el hotel con un auxiliar de producción y un auxiliar administrativo, encargado del 

contacto con el hotel. El TSJ desestima la cesión aduciendo que las trabajadoras 

pertenecen al ámbito subjetivo de la contratista y ella es la que fija los horarios, según 

las necesidades que le comunica el hotel y, asimismo, es la contratista la que fija las 

vacaciones de las trabajadoras, ostenta la potestad disciplinaria y algunas trabajadoras 

han trabajado con otras empresas por cuenta de la contratista. Por último, se aduce que 

entre el objeto social de la contratista se encuentra la limpieza de hoteles, amén de la 

personalidad jurídica y existencia indubitada de aquella. El tribunal hace suya la 

argumentación contenida en una sentencia del TSJ de Madrid de 30 de marzo de 2004, 

rec. 5835/2003.  

 

A su vez, la STSJ de Castilla La Mancha de 18 de octubre de 2016, Rec. 984/2016, pone 

de manifiesto el uso abusivo de las empresas multiservicios,  cuando señala que «nos 

encontramos, en definitiva, ante una situación en la que, evitando el acudimiento a las 

garantías previstas para los trabajadores de las Empresas de Trabajo Temporal, y 

salvando así además los estrictos supuestos en que está permitido acudir a las mismas, 

se obtiene la misma finalidad, a través del empleo de estas empresas de multiservicios, 

no dedicadas por tanto a una finalidad productiva concreta y especializada, sino que 

gestionan una plantilla futura de trabajadores, que serán objeto de un llamamiento y 

contratación según las necesidades de las contratas que obtienen. Y ello, con mayor o 

menor implicación de su propia estructura, generalmente sin necesidad de empleo de 

elementos materiales propios de la empresa multiservicios, y con gran frecuencia, sin 

tener que poner en funcionamiento una estructura organizativa propia, más allá de los 

trámites de la contratación y retribución del trabajador enviado al centro de trabajo de 

la empresa principal. Sin que exista, al menos de partida, obligación expresa de respetar 

las condiciones de trabajo o salariales propias de los trabajadores de la misma categoría 

pertenecientes a la empresa principal, como sí que ocurre en el caso del personal al 

servicio de una ETT. Es decir, se utiliza la técnica de la contrata o subcontrata (artículo 42 

ET ), con gran frecuencia, y ese parece que es el caso que ahora se analiza, para burlar 

las exigencias legales tuitivas previstas en favor de los trabajadores cuando interviene 

una ETT ( artículo 43,1 ET , Ley de 1-6-94); es decir, con claro ánimo de fraude de ley». 
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Atiende en este caso a la existencia de un fraude de Ley, para poder acudir a la 

existencia de una cesión ilegal. 

 

Igualmente, se acudió a la aplicación de la existencia de fraude de Ley en la sentencia 

del TSJ de Andalucía de 17 de diciembre de 2015, rec. 2602/2014, en el supuesto de un 

hotel que externaliza la limpieza de habitaciones, despidiendo a sus camareras de piso a 

través de un despido colectivo, recayendo el servicio en una empresa contratista que, 

sorprendentemente, emplea a las mismas trabajadoras. 

 

Ambos elementos, el sumatorio de criterios a veces sin orden de prioridad que se 

exigen para apreciar la concurrencia de una cesión ilegal per se y el perfeccionamiento 

en instrumentos formales neutralizadores de eventuales presunciones en los negocios 

jurídicos que articulan estas prácticas, han conducido en la práctica a cierta relajación 

del tono taxativo impuesto por el artículo 43, y la resistencia ya apuntada por parte de 

los operadores jurídicos del ámbito social (tanto en el ámbito de la jurisprudencia que 

es el más relevante como de la Inspección de Trabajo o incluso desalentando la 

iniciativa sindical, colectiva o individual en el ejercicio de acciones judiciales). Sin 

embargo, cómo decíamos, esta tendencia no es pareja con la tensión que sí se produce 

cuando está en juego la determinación del propio ámbito laboral. 

 

En los últimos años, existe una sensibilidad a reconocer que hay determinadas 

actividades que no pueden prestarse como trabajo autónomo, porque su verdadera 

naturaleza es la relación laboral. Sentencias como la STS de 14 de marzo 2019 (rec. 

809/2017) que considera el carácter laboral de una beca y por tanto acredita la 

existencia de una cesión ilegal son un claro reflejo de ello. A su vez, la STSJ de Cataluña 

de 30 de noviembre 2017 (rec. 4423/2017), ratificando el fallo de la SJS/33 de Barcelona 

de 6 de septiembre 2016 (853/14) que reconoce que se ha producido una cesión ilegal 

en el sentido señalado por la STS 17 de diciembre de 2001 (rec. 244/2001) «deja la 

puerta abierta a la posibilidad de apreciación de un prestamismo prohibido, de una 

cesión ilegal de trabajadores, en aquellos casos en los que se utilice esta normativa con 

ánimo de defraudar, como ocurriría cuando la prestación de servicios no se desarrolle 

como socio cooperativista, sino dentro del área organizativa y productiva de la principal, 

con inserción en su esfera de organización y/o empleando los materiales propios de la 

contratante, extremos todos ellos que concurren en el caso examinado, dado que la 

demandante no ha ostentado en momento alguno la condición de socia de la 

cooperativa, al haberse denegado su admisión por silencio, conforme a las previsiones 

de la Ley 18/2002, de ahí que su condición de autónoma vinculada a la de socia de la 

cooperativa sea meramente aparente, sin sustrato real, revistiendo su relación con la 

cooperativa los caracteres propios del contrato de trabajo ordinario conforme a las 

previsiones del artículo 1 del ET». Igualmente se afirma en esta última sentencia que, 

«en empresas de actividad simple esta puesta a disposición de organización de 

elementos personales y materiales queda reducida a mínimas aportaciones, como 

ocurre en las empresas de limpieza y vigilancia, aceptándose que, por las características 

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8732528&statsQueryId=107057195&calledfrom=searchresults&links=&optimize=20190412&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8732528&statsQueryId=107057195&calledfrom=searchresults&links=&optimize=20190412&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=AN&reference=8321916&links=%224423%2F2017%22&optimize=20180316&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=2386945&links=%22244%2F2001%22&optimize=20040515&publicinterface=true
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de la actividad, la organización puesta al servicio de la empresa comitente ha de ser 

necesariamente de la máxima simpleza.» 

 

La misma disparidad en la interpretación de criterios encontramos en aquellos casos en 

que es importante la determinación del poder de dirección real con el objeto de 

determinar la laboralidad de la relación de trabajo, que juega un papel mucho más laxo 

cuando se trata de determinar un supuesto de cesión ilegal que en supuestos como los 

trabajos de plataformas2 (Casos UBER, DELIVEROO, GLOVO), traductores (caso 

OFILINGUA), donde la jurisprudencia ha entrado a delimitar las características de 

dependencia en la relación laboral. En este sentido cabría analizar la importante 

sentencia del TS de 16 de noviembre de 2017, en la que el Tribunal Supremo nos 

recuerda los principales elementos o indicios de laboralidad, en resumen;  

 

1. «La adopción por parte del empresario –y no del trabajador– de las decisiones 

concernientes a las relaciones de mercado o con el público».  

2. «Fijación de precios o tarifas». Es decir, el autónomo debe tener verdadera libertad 

de elegir el precio que paga el cliente. Si es un «o lo tomas o lo dejas» y el precio 

lo pone la empresa/plataforma, el trabajador es laboral. 

3. Selección de clientela 

4. «El cálculo de la retribución con arreglo a un criterio que guarde una cierta 

proporción con   la actividad prestada». Esto es, si el prestador de servicios cobra 

más por más servicios realizados es indicio de laboralidad según el Supremo. 

5. «Sin el lucro especial que caracterizan a la actividad del empresario o al ejercicio 

libre de las profesiones».  

6. «Inexistencia de estructura empresarial». 

 

El hecho de que la empresa no facilitara al trabajador medios materiales para realizar su 

tarea no tiene mayor importancia ya que el elemento nuclear de la prestación se centra 

en tareas de interpretación y traducción que descansan fundamentalmente en el 

elemento personal. Es indiferente que el medio material, en este caso el ordenador, sea 

del trabajador o de la empresa. La prestación de servicios se realizaba cuando era 

requerido por la empresa y en los lugares, días y horas en los que se les indicaba3. 

 

La reflexión en este sentido, atiende a que, desde los tribunales, parece que la 

configuración del criterio de dependencia, cuando el debate se centra en determinar si 

                                                 
2 Vid TODOLI SIGNES, A, HERNANDEZ- BEJARANO, M Trabajo en plataformas digitales: innovación, derecho y 

mercado Aranzadi, 2018. TODOLI SIGNES, A, El trabajador en la "Uber economy": ni dependiente ni autónomo, sino 

todo lo contrario REVISTA Trabajo y derecho: nueva revista de actualidad y relaciones laborales, ISSN 2386-

8090, Nº. 25, 2017. 

 
 

3 ROJO TORRECILLA, E. Traductores e intérpretes judiciales y jurados. Existencia de relación contractual laboral 

asalariada según el TS. Notas a la sentencia de 16 de noviembre de 2017. Blog del autor: 

http://www.eduardorojotorrecilla.es/2018/01/traductores-e-interpretes-judiciales-y.html 
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el trabajo es autónomo o por cuenta ajena, no necesariamente atiende a criterios como 

los medios de trabajo, sino que atiende al verdadero beneficiario de la prestación del 

trabajador. Sin embargo, este criterio tendente a poder amparar al trabajador dentro del 

paraguas del ET, no se aplica con el mismo contenido cuando lo que determinamos es 

quien es el verdadero empleador del trabajo por cuenta ajena. 

 

Asimismo, sentencias como la del TSJ de Cantabria de 30 de enero de 2019 Nº de 

Recurso: 845/2018, no estima la existencia de cesión ilegal, atendiendo a que el ejercicio 

formal del poder de dirección empresarial por el encargado o coordinador de la 

contratista es suficiente para eliminar la cesión, el hecho de que exista una dirección de 

correo electrónico a través de la cual notificaba incidencias y coordinaba los trabajos 

con la empresa principal no implica la existencia de cesión alguna para el órgano 

jurisdiccional. En la misma línea, en un supuesto en que a continuación de la emisión de 

un Acta de Infracción por la Inspección de Trabajo la empresa sancionada procedió a  

modificar algunos elementos, por los que la sala ya entiende que no existe cesión ilegal, 

la  STSJ Castilla León, Valladolid de 13 de diciembre de 2018 Nº de Recurso: 962/2018, 

que no estima la existencia de cesión ilegal al haberse introducido una jefatura para 

organizar sus propios trabajos, que ahora presentan autonomía y diferencia objetiva con 

los realizados por los trabajadores de la empresa principal, sin que exista mezcla o 

confusión de trabajadores de ambas empresas y, sobre todo, la aportación que ahora 

viene a hacer Transervi no consiste exclusivamente en mano de obra, sino también en 

herramientas y materiales, además de ropa de trabajo y equipos de protección 

individual (que serían marginales).  

 

Si bien es cierto que alguna sentencia como la del STSJ de Madrid de 23 de julio de 

2013, estimó que  la mera dirección formal, es decir que haya un jefe o supervisor que 

no actúe realmente, da lugar a la existencia de cesión ilegal,  la Sentencia del Tribunal 

Supremo de 8 de enero de 2019, nº de Recurso: 3784/2016, rechaza la existencia de 

cesión ilegal a pesar de los indicios acreditados, ya que se entregaban algunos 

elementos materiales como ordenadores, y el supervisor y encargado era de la empresa 

principal. La formación sobre los empleados de la empresa subcontratista, la realizaba la 

empresa principal. El Tribunal Supremo parece decantarse por la idea de que la 

existencia de un supervisor de la empresa principal en el centro de trabajo es indicio 

suficiente para entender que no existe cesión ilegal, pero además al no valorar el resto 

de indicios, establece un estrecho margen para la delimitación de una cesión ilegal 

siempre que haya un contrato mercantil entre las sociedades; más en la actualidad, 

cuando tal y como señala el profesor MERCADER UGINA4 el poder de dirección ya no se 

ejerce en el corazón  de la prestación, sino que los trabajadores están más sometidos a 

obligaciones de resultados que a obligaciones de medios. 

 

                                                 
4 MERCADER UGINA, J.R. «Derecho del trabajo, nuevas tecnologías y sociedad de la información». Lex Nova. 

Valladolid. 2002. 
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En cuanto a la consideración de cesión ilegal en el grupo de empresas, atendiendo a la 

doctrina del TS (Sentencia de 25 junio de 2009, rec. 57/2008), la circulación de 

trabajadores dentro del grupo no se considera como cesión ilegal; si bien en aquellos 

casos donde se produzca entre empresas del grupo no patológico son considerados 

como cesión ilegal de mano de obra, precisamente atendiendo a la consideración de 

grupo de empresas. Los problemas surgen en aquellos casos en que existiendo 

circulación de plantillas, no se ha considerado la misma como elemento determinante. 

Especialmente llaman la atención los supuestos denominados de mínima 

intercomunicación laboral5, donde se justifica que los trabajos puntuales por razones 

técnicas y organizativas no pretenden ocultar al empresario real; o que el destino sea 

ocasional, hecho que tampoco se considera suficiente para determinar la existencia de 

un grupo de empresas, como ha entendido el STSJ Andalucía en sentencia de 29 de 

noviembre de 2012, rec. 8/2012, que señala que la prestación simultánea de servicios 

por únicamente tres trabajadores, en periodo de corta duración y para una labor 

profesional tan específica [Agente comercial], en manera alguna tendría relevancia.  

 

Cuando asistimos a la realización de una actividad para una empresa que no es la 

propia sólo caben dos opciones. O bien que sea considerado cesión ilegal, como lo 

consideró la STSJ de País Vasco, Sentencia de 9 mayo 2006. Rec. 78/2006, que estima un 

supuesto de cesión ilegal a raíz de la actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad. 

En este supuesto, si bien podría considerarse que la relación entre empresas constituiría 

un grupo de empresas, la misma ni se declara como tal por éstas ni se entiende como 

tal por el Tribunal. En este caso ni siquiera se había llegado a formalizar un contrato 

mercantil escrito que diera una mínima cobertura formal a la supuesta contrata, 

ignorándose datos tan imprescindibles como los precios pactados, el tiempo de 

duración de la contrata y otros. Sin embargo, no podemos olvidar que no caben en 

nuestro ordenamiento supuestos de cesión fuera de los casos específicos previstos para 

las empresas de trabajo temporal, sea cual sea el tiempo de trabajo destinado a realizar 

dicha actividad y el vínculo existente entre las empresas involucradas. 

 

Finalmente, un caso de especial relevancia por su incidencia numérica y determinante 

en los patrones de comportamiento del mercado laboral en su conjunto son los 

supuestos de cesión ilegal que se pueden producir en el ámbito de las administraciones 

públicas y del sector público general (empresas, fundaciones y otras entidades de 

capital público y/o patrimonio público comprendidas dentro del sector público), afecto 

desde la crisis a serias limitaciones en la contratación de empleados públicos, 

funcionarios o laborales, e inmerso en un proceso masivo de subcontratación de 

                                                 

5 Vid. ROJO TORRECILLA, E. Despido colectivo. Inexistencia de grupo laboral de empresas. Distinción entre 

“confusión de plantillas” y “mínima intercomunicación laboral”. Nota breve a la sentencia del TS de 20 de junio de 

2018. Blog del autor: http://www.eduardorojotorrecilla.es/2018/08/despido-colectivo-inexistencia-de-grupo.html 
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servicios. Esto merecería un estudio de mayor profundidad, que excede el alcance del 

presente artículo. Baste decir que en el caso de las administraciones públicas 

propiamente dichas, sería necesario abordar la figura de los indefinidos no fijos, 

consideración que en cualquier caso no sería de aplicación a otras entidades del sector 

público (Auto del Tribunal Supremo 1067/2019, de 24 de enero de 2019). A modo de 

ejemplo encontramos la sentencia del TSJ Murcia 19 de diciembre 2018 rec. 1182/2018, 

que en relación a la contratación administrativa de prestación de servicios en la Red 

Municipal de Bibliotecas de Murcia, señala que se trata de una actividad dotada de 

autonomía, con ejercicio del poder de dirección, control y organización por la empresa 

adjudicataria; si bien en aquellos casos en que se reconoce la existencia de cesión ilegal 

como ocurre en la STSJ Extremadura 28 de diciembre 2018,rec. 711/2018 el 

reconocimiento  de la relación laboral da lugar a la consideración de indefinida no fija. 

 

Otro ejemplo lo encontramos en la STSJ Andalucía/Sevilla, de 16 de noviembre de 2017, 

donde una trabajadora vinculada por un contrato de trabajo con la empresa Alsuni San 

Fernando, presta servicios de atención telefónica centralizada en el hospital de San 

Carlos. Entiende la sentencia que se produce este supuesto cuando con la contrata o 

concesión trata de ocultar que el verdadero empresario es la Administración y así en la 

sentencia se nos relata en el Hecho Probado Primero que «durante el periodo de 

gestión del hospital por el Ministerio de Defensa, todas las directrices e instrucciones 

sobre la manera de coordinarse dicha trabajadora con el resto de departamentos o 

dependencias del hospital se emitían por el personal directamente nombrado o 

contratado por la Administración Pública, quedando limitadas las facultades 

organizativas de Alsuni a las concernientes a la forma de pago de percepciones 

económicas y formas de sustitución en los casos de ausencia de alguna de las tres 

trabajadoras que conformaban el equipo dedicado a la telefonía central del citado 

hospital; salvo una placa identificativa, el resto de utensilios utilizados por Marcelina 

para prestar el servicio se los facilitaba personal directamente dependiente de la 

Administración Pública y que culminaba en la persona del Coronel Médico Sr. Juan 

María .../...». Asimismo, el Fundamento de Derecho primero, con valor de hecho figura 

que «no se acredita organización alguna del servicio por parte de Alsuni;../... no existía 

directivo alguno de Alsuni allí», por lo que se incurrió en cesión ilegal de mano de obra. 

La empresa cedente ALSUNI no ejercía las funciones inherentes a su condición de 

empresario; es decir, no ponía al servicio de la cesionaria la organización empresarial 

que poseía (SSTS 24-6-08 ; 11-5-11 (RJ 2011, 4871); 2-6-11), por lo que no llevaba a 

cabo la dirección del servicio «de atención telefónica centralizada del hospital ni 

gestionaba la prestación del mismo, al carecer de una organización autónoma e 

independiente en el seno de la comitente: el M.º. De Defensa. Estamos ante la cesión de 

trabajadores en sentido propio y a la fecha del despido el 30-9-14 no coincidan la 

relación laboral real con la formal y que el empresario efectivo, el M.º de Defensa, debe 

asumir sus obligaciones, ilicitud que además afecta a la Administración Pública, 

cabiendo esa declaración respecto a un Ministerio (STS 25-1-11)». 
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Aquí la cuestión no estriba sólo en la extrapolación de los criterios de laboralidad para 

la determinación del empresario real y, por ende de la cesión ilegal. Dicha clarificación 

permitiría al sector público mejorar en los mecanismos de garantía de calidad de los 

servicios que se licitan y las condiciones en que se prestan. El miedo o temor a la 

posible determinación de una cesión ilegal (con los costes no sólo económicos, sino 

también políticos que entrañaría), y la necesidad de no incurrir en formalidades que 

pudieran determinar dicha calificación, inciden en una lectura sumamente restrictiva de 

las condiciones de licitación de los servicios en lo que pueda afectar a los medios 

humanos comprendidos en dichos servicios, lográndose un efecto perverso. Ya que, de 

manera implícita, el criterio de adjudicación del servicio donde se prima el aspecto 

económico (es decir, la oferta más barata) en esta área difusa descrita dónde el peso 

principal del gasto recae en los costes salariales, genera una influencia a la baja 

indiscutible en el mercado (especialmente en los servicios de limpieza o seguridad).  En 

todo caso, no todas las actividades pueden ser objeto de externalización por la 

administración, la STSJ de Castilla-La Mancha de 11 de julio de 2013, rec. 188/2013, 

señala: «La Sala no alcanza a comprender qué razón organizativa o técnica puede existir 

para que las labores de conserjería que precisan de un solo trabajador, como es el caso, 

sean realizadas a través de un contrato de arrendamiento de servicios con otra empresa, 

en vez de directamente a través de un contrato de trabajo entre el sujeto que presta el 

servicio (trabajador) y quien lo recibe (empleador)». 

 

En conclusión, no acogerse a los elementos definitorios de la cesión ni extrapolar los 

criterios de aplicación de la laboralidad, e incurrir por el contrario en una hipertrofia de 

exigencias no priorizadas y rebatibles en muchos casos mediante cumplimientos de 

formalidades que encubren la realidad material de las condiciones de prestación de 

servicios, han restringido o suponen al menos un obstáculo notable a la determinación 

de la cesión ilegal en la práctica jurídica laboral; así como una regresión de facto, en la 

doctrina jurisprudencial, que se evidencia mediante la desvaloración de los propios 

criterios formales fijados en la doctrina del Tribunal Supremo a los supuestos de cesión 

ilegal. Confiamos en que el renovado interés en defender los criterios de ajenidad como 

elemento esencial del derecho laboral, se contagie también hacia un contexto 

empresarial de progresiva y legítima sofisticación que exige una determinación más 

clara y contundente de su marco de actuación en lo que respecta a la cesión de mano 

de obra; pues en ello se juega también el valor de los operadores jurídicos del orden 

social en cuanto a garantía de los derechos laborales y sociales que los fundamentan. 

 

LEGISLACIÓN 
 

UNIÓN EUROPEA 

ESTATAL V
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COMUNIDADES AUTÓNOMAS 
 

 

UNIÓN EUROPEA 

Decisión (UE) 2019/682 del Consejo, de 9 de abril de 2019, por la que se autoriza a los 

Estados miembros a firmar, en interés de la Unión Europea, el Protocolo que modifica 

el Convenio del Consejo de Europa para la protección de las personas con respecto al 

tratamiento automatizado de datos de carácter personal Ir a texto 

 

Reglamento Delegado (UE) 2019/819 de la Comisión, de 1 de febrero de 2019, por el 

que se completa el Reglamento (UE) n.° 346/2013 del Parlamento Europeo y del 

Consejo por lo que respecta a los conflictos de intereses, la medición del impacto 

social y la información a los inversores en el ámbito de los fondos de emprendimiento 

social europeos (Texto pertinente a efectos del EEE.) Ir al texto 

 

Directiva (UE) 2019/770 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de mayo de 

2019, relativa a determinados aspectos de los contratos de suministro de contenidos y 

servicios digitales (Texto pertinente a efectos del EEE.) Ir al texto 

 

ESTATAL 

 

 Orden TMS/513/2019, de 25 de abril, por la que se modifica la Orden TIN/866/2010, 

de 5 de abril, por la que se regulan los criterios que, en su función de colaboración con 

la Seguridad Social, deben seguir las mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades 

profesionales de la Seguridad Social y sus entidades y centros mancomunados, en la 

gestión de los servicios de tesorería contratados con entidades financieras. Ir al texto 

 

 

Resolución de 21 de mayo de 2019, de la Subsecretaría, por la que se publica el 

Convenio entre la Secretaría de Estado de Seguridad, la Secretaría de Estado de 

Seguridad Social, la Dirección General de la Policía y la Dirección General de la 

Tesorería General de la Seguridad Social, para la persecución del fraude y la 

delincuencia económica en el ámbito de la Seguridad Social. ir al texto 

 

AUTONÓMICA 

Andalucía 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/AUTO/?uri=uriserv:OJ.L_.2019.115.01.0007.01.SPA&toc=OJ:L:2019:115:FULL
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.L_.2019.134.01.0001.01.SPA&toc=OJ:L:2019:134:TOC
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.L_.2019.136.01.0001.01.SPA&toc=OJ:L:2019:136:TOC
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2019-6883
https://www.boe.es/boe/dias/2019/05/22/pdfs/BOE-A-2019-7612.pdf
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Decreto 461/2019, de 7 de mayo, por el que se determina el calendario de fiestas 

laborales de la Comunidad Autónoma de Andalucía para el año 2020. Ir al texto 

 

Aragón 
 

ORDEN CDS/456/2019, de 17 de abril, por la que se regula el procedimiento para el 

reconocimiento de la situación de dependencia de las personas y el acceso a las 

prestaciones del sistema para la autonomía y atención a la dependencia de la 

Comunidad Autónoma de Aragón. Ir a texto 

 

Ley 5/2019, de 21 de marzo, de derechos y garantías de las personas con discapacidad 

en Aragón. Ir al texto 

 

Ley 7/2019, de 29 de marzo, de apoyo y fomento del emprendimiento y del trabajo 

autónomo en Aragón. Ir al texto 

 

Asturias 

 

Ley 3/2019, de 15 de marzo, sobre acción concertada con entidades de iniciativa social 

sin ánimo de lucro para la prestación de servicios de carácter social. Ir a texto 

 

Ley 4/2019, de 15 de marzo, de modificación de la Ley 1/2003, de 24 de febrero, de 

Servicios Sociales. Ir a texto 

 

Baleares 

 

Ley 8/2019, de 5 de abril, para una Administración más ágil en la Comunidad 

Autónoma de Extremadura. Ir al texto 

 

Decret 31/2019, de 3 de maig, d’aprovaciódelsEstatuts de l’Institut Balear de Seguretat 

i Salut Laboral (IBASSAL) Ir al texto 

 

Canarias 

 

LEY 12/2019, de 25 de abril, por la que se regula la atención temprana en Canarias. Ir a 

texto 

 

LEY 13/2019, de 25 abril, sobre los menores robados en la Comunidad Autónoma de 

Canarias. Ir a texto 

 

LEY 16/2019, de 2 de mayo, de Servicios Sociales de Canarias. Ir a texto 

 

Cantabria 

https://www.juntadeandalucia.es/boja/2019/90/BOJA19-090-00002-6922-01_00155259.pdf
http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VERDOC&BASE=BOLE&PIECE=BOLE&DOCS=1-28&DOCR=2&SEC=FIRMA&RNG=200&SEPARADOR=&&PUBL=20190513
https://www.boe.es/boe/dias/2019/05/25/pdfs/BOE-A-2019-7785.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2019/05/25/pdfs/BOE-A-2019-7787.pdf
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2019-6662
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2019-6663
http://doe.gobex.es/ultimosdoe/mostrardoe.php?fecha=20190409
http://www.caib.es/eboibfront/pdf/ca/2019/61/1033070
http://sede.gobcan.es/boc/boc-a-2019-090-2329.pdf
http://sede.gobcan.es/boc/boc-a-2019-090-2329.pdf
http://sede.gobcan.es/boc/boc-a-2019-090-2330.pdf
http://www.gobiernodecanarias.org/boc/2019/094/002.html
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Corrección de errores en el texto de la Ley 2/2019, de 7 de marzo, para la igualdad 

efectiva entre mujeres y hombres. Ir a texto 

 

Castilla y León 
 

DECRETO 52/2019, de 26 de marzo, por el que se aprueba el Calendario Oficial de 

Fiestas Laborales de la Comunidad Autónoma de Euskadi para el año 2020.Ir a texto 

 

Ley 10/2019, de 3 de abril, por la que se promueve la adopción en el ámbito público y 

privado de medidas dirigidas a la conciliación de la vida personal, familiar y laboral y a 

la eliminación de la brecha salarial de género en Castilla y León. Ir al texto 

 

Euskadi 

 

Ley 5/2019, de 4 de abril, de modificación de la Ley 12/2016, de 28 de julio, de 

reconocimiento y reparación de víctimas de vulneraciones de derechos humanos en el 

contexto de la violencia de motivación política en la Comunidad Autónoma del País 

Vasco entre 1978 y 1999. Comunidad Autónoma del País Vasco entre 1978 y 1999. Ir a 

texto 

 

ORDEN de 24 de abril de 2019, de la Consejera de Trabajo y Justicia, por la que se 

dictan normas para que los y las trabajadoras puedan participar, percibiendo sus 

retribuciones, en las elecciones locales y a Juntas Generales en los Territorios Históricos 

y en las elecciones al Parlamento Europeo, a celebrar el 26 de mayo de 2019. 

Ir a texto 

 

Valencia 

 

DECRET 59/2019, de 12 d'abril, del Consell, d'ordenació del sistema públicvalencià de 

serveissocials. [2019/4771] Ir a texto 

 

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2019-6665
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/2019/04/1901629a.shtml
https://www.boe.es/boe/dias/2019/05/04/pdfs/BOE-A-2019-6612.pdf
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2019-6567
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2019-6567
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/2019/05/1902081a.shtml
http://www.dogv.gva.es/va/resultat-dogv?signatura=2019/4771&L=0
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NEGOCIACIÓN 
COLECTIVA 
 
 

 

ESTATAL 

COMUNIDADES AUTÓNOMAS 
 
 
 
 

ESTATAL 

 

Resolución de 13 de mayo de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que 

se registra y publica el IV Convenio colectivo único para el personal laboral de la 

Administración General del Estado. Ir a texto 

 

 

Resolución de 10 de mayo de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que 

se corrigen errores en la de 22 de enero de 2019, por la que se registra y publica el 

VII Convenio colectivo estatal del sector de fabricantes de yesos, escayolas, cales y 

sus prefabricados. Ir al texto 
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https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2019-7414
https://www.boe.es/boe/dias/2019/05/22/pdfs/BOE-A-2019-7607.pdf
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Resolución de 10 de mayo de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que 

se corrigen errores en la de 29 de marzo de 2019, por la que se registra y publica 

el Convenio colectivo de Mapfre Grupo Asegurador. Ir al texto 

 

 
 

AUTONÓMICA 

 
Andalucía 
 

COMERCIO TEXTIL Ir a texto 

 

TRANSPORTES VIAJEROS POR CARRETERA (CO) Ir a texto 

 

INDUSTRIAS DE TURRONES Y MAZAPANES Ir a texto 

 

Canarias 

 

TRANSPORTE DE ENFERMOS Y ACCIDENTADOS EN AMBULANCIAS DE LA 

COMUNIDAD CANARIAS Ir al texto 

 

 

Cantabria 

 

ESTABLECIMIENTOS SANITARIOS PRIVADOS DE HOSPITALIZACION DE LA 

COMUNIDAD DE […] Ir a texto 

 

 

Castilla La Mancha 

 

COMERCIO EN GENERAL (AB) Ir a texto 

 

 

Castilla y León 
 

OFICINAS Y DESPACHOS Ir al texto 

 

CONVENIO COLECTIVO PARA LA INDUSTRIA ELABORADORA, ALMACENISTAS Y 

DISTRIBUID[...] (BU) Ir a texto 

 

 

La Rioja 

https://www.boe.es/boe/dias/2019/05/22/pdfs/BOE-A-2019-7608.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2019/05/22/pdfs/BOE-A-2019-7608.pdf
http://www.bop.almeria.es/Servicios/Boletin/BOP.nsf/fechabop/C1257E260069CF6DC12583EC004C30E0/$file/19-01554.pdf
https://bop.dipucordoba.es/show/20190503/announcement/1330
https://www.boe.es/boe/dias/2019/05/09/pdfs/BOE-A-2019-6871.pdf
https://expinterweb.empleo.gob.es/regcon/pub/consultaPublicaEstatal?pagina=2
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=338034
http://www.dipualba.es/bop/ficheros/2019/55/BOP%2055-19-P-4.PDF
https://expinterweb.empleo.gob.es/regcon/pub/consultaPublicaEstatal?pagina=2
http://bopbur.diputaciondeburgos.es/bopbur-2019-091
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DERIVADOS CEMENTO Ir a texto 

 

 

Murcia 
 

Ley 3/2019, de 20 de marzo, de modificación de la Ley 7/2007, de 4 de abril, 

para la igualdad entre mujeres y hombres, y de protección contra la 

violencia de género en la Región de Murcia. Ir a texto 

 

 

Euskadi 
 

COMERCIO MUEBLES (VI) Ir a texto 

 

OFICINAS DE FARMACIA VIZCAYA  IR AL TEXTO 

 

 

 

 

 

 

JURISPRUDENCIA 
  Tribunal Constitucional 

 
 

 

TUTELA JUDICIAL EFECTIVA 

STC 49/2019, de 8 de abril.  Ir al texto 

 

Recurso de amparo 1574-2018. Promovido por don Jorge Palacios Andérica respecto 

de los decretos dictados por la letrada de la administración de justicia en expediente 

de cuenta de abogado. 

 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva en relación con la exclusividad 

jurisdiccional: resoluciones de la letrada de la administración de justicia que impiden el 

control judicial de lo actuado en expediente de cuenta de abogado (STC 34/2019). 

 

 

STC 47/2019, de 8 de abril.  
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http://ias1.larioja.org/boletin/Bor_Boletin_visor_Servlet?referencia=10188391-1-PDF-524194
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2019-7280
http://www.araba.eus/botha/Boletines/2019/057/2019_057_01507_C.pdf
https://expinterweb.empleo.gob.es/regcon/pub/consultaPublica
http://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.tribunalconstitucional.es/es/jurisprudencia/Paginas/Sentencias.aspx
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Recurso de amparo 5693-2017. Promovido por Meka Block S.A.U., respecto de la 

sentencia dictada por un juzgado de lo social de Toledo en procedimiento por sanción. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial sin indefensión: inadecuada utilización de la 

dirección electrónica habilitada como cauce de comunicación del primer 

emplazamiento de la entidad demandada (STC 6/2019). 

 

STC 46/2019, de 8 de abril 

 

Recurso de amparo 597-2017. Promovido por la Administración General del Estado en 

relación con la sentencia dictada por la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso-

Administrativo del Tribunal Supremo estimatoria del recurso formulado frente al Real 

Decreto 968/2014, de 21 de noviembre, por el que se desarrolla la metodología para la 

fijación de los porcentajes de reparto de las cantidades a financiar relativas al bono 

social. 

 

Vulneración del derecho a un proceso con todas las garantías: sentencia dictada sin 

plantear cuestión prejudicial ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea cuando 

no concurrían los requisitos necesarios para apreciar la existencia de un acto aclarado 

respecto del problema interpretativo suscitado (STC 37/2019). 

 

 

 

  

JURISPRUDENCIA 
 Tribunal Supremo 

 

 

 

 

 

 
 

 

CONDICIÓN MÁS 
BENEFICIOSA 

STS 09/04/2019 ir al texto 

 Nº de Recurso: 2661/2016 

Nº de Resolución: 298/2019 

Ponente: MARÍA LUISA SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 
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http://tcdshj/HJ/RESOLUCIONES/Details.aspx?ID=25838
http://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8770185&statsQueryId=117325099&calledfrom=searchresults&links=&optimize=20190524&publicinterface=true
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Resumen: Condición más beneficiosa: 

la cantidad que la empresa viene 

abonando a sus trabajadores, en 

cumplimiento de lo impuesto por la 

Administración en el pliego de 

condiciones, no tiene la naturaleza de 

condición más beneficiosa y   puede 

ser objeto de compensación en 

aplicación del V Convenio Marco 

Estatal de servicios a de atención a 

personas dependientes.  

No nos encontramos ante una 

condición más beneficiosa que surja 

de una voluntad consciente y clara del 

empresario de otorgar una 

determinada mejora en el ámbito de 

la relación contractual con sus 

trabajadores, sino que la obligación de 

pago del complemento salarial le 

viene impuesta por el pliego de 

condiciones. Por otro lado, la voluntad 

libre de aceptar las condiciones 

establecidas en el referido pliego no 

implica ni puede ser considerada tal 

aceptación, en modo alguno, como la 

voluntad decidida de la empresa de 

introducir una condición más 

ventajosa que mejore las condiciones 

legales y convencionales, sino que 

responde al carácter vinculante del 

contrato que se establece con la 

Administración Pública. 

 

 

CONTRATO DE 
RELEVO 

STS 04/04/2019 Ir al texto 

Nº de Recurso: 1014/2017 

Nº de Resolución: 892/2019 

Ponente: JOSÉ MANUEL LÓPEZ 

GARCÍA DE LA SERRANA 

 

Resumen: Contrato de relevo: 

responsabilidad civil del empresario 

por los daños y perjuicios causados a 

un empleado con ocasión de su 

jubilación que fue denegada meses 

después por el INSS por defectos en la 

contratación del relevista que 

invalidaban el contrato de relevo.  

Irregularidades en la celebración del 

contrato de relevo, al igual que 

pueden privar al trabajador relevado 

de derechos, generan la 

responsabilidad de la empresa frente 

al mismo,  

 

Reitera doctrina: 06-10-2011 (R. 

4410/2010), 24-09-2013 (R. 

2520/2012), 17-11-2014 (R. 

3309/2013) y 23-06-2015 (R. 

3280/2014)  

 

 

DEMANDA 

STS 27/03/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 1548/2017 

Nº de Resolución: 253/2019 

   Ponente: MILAGROS CALVO 

IBARLUCEA 

 

Resumen: Demanda: modificación 

sustancial: existente. Proceso de 

despido en que se presenta un   

escrito de ampliación de la demanda 

que se basa en hechos anteriores a la 

demanda habida cuenta de que el 

objeto de la ampliación es obtener 

una declaración de nulidad del cese 

basado en criterios políticos como 

resultado del cambio de orientación 

política en las instituciones, así́ como 

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8733838&statsQueryId=106934275&calledfrom=searchresults&links=&optimize=20190415&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8770173&statsQueryId=117366445&calledfrom=searchresults&links=&optimize=20190524&publicinterface=true
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indemnización  en el concepto del 

daño causado.  

 

Nos hallamos ante una variación 

sustancial si bien con una distinta 

consecuencia, la de que la nulidad de 

las actuaciones las retrotraiga al 

momento de presentación del escrito 

de ampliación a fin de que por el 

Juzgado de lo social se acuerde su 

traslado y la celebración de nuevo 

juicio. 

 

 

DERECHO A LA 
IGUALDAD 

STS 05/03/2019 Ir al texto 

Nº de Recurso: 2174/2018 

Nº de Resolución: 169/2019 

   Ponente: FERNANDO SALINAS 

MOLINA 

 

Resumen: Derecho a la igualdad: 

vulneración existente por doble escala 

salarial.. Existe en la estructura salarial 

de la empresa una doble escala 

salarial ilícita proyectada sobre el 

complemento personal de antigüedad 

que conllevaría diferencias salariales 

con repercusión, entre otros extremos, 

en la indemnización por despido 

individual procedente de despido 

colectivo entre trabajadores a 

consecuencia de su fecha de ingreso 

en la empresa.  

 

 

STS 18/03/2019Ir al texto 

Nº de Recurso: 1393/2018 

Nº de Resolución: 224/2019 

      Ponente: MIGUEL ÁNGEL LUELMO 

MILLAN 

 

Resumen: Derecho a la igualdad: 

vulneración existente por doble escala 

salarial. No basta con argumentar que 

la nueva estructura salarial implantada 

en su momento por la empresa es 

igual para todos sus trabajadores 

aunque respetando para los ya en la 

empresa en ese momento las 

percepciones de la regulación anterior, 

sino que pudiendo ser ello, en si ́ 

mismo, discriminatorio en cuanto 

suponga mantener sin causa una 

inferioridad retributiva en ese punto 

para los nuevos no cerrada (es decir, 

no conservar de manera estática el 

complemento de antigüedad, como 

derecho adquirido de los trabajadores 

ingresados antes de 1995, sino 

atribuirle un carácter dinámico y 

sometido a posteriores actualizaciones 

de futuro, que tiene como 

consecuencia el establecimiento de 

una cuantía distinta para dos 

colectivos de trabajadores por el 

incremento de los complementos de 

pago precitados de prestaciones de 

seguridad social, plan de pensiones, 

paga cash flow), se ha de justificar 

debidamente que es jurídicamente 

posible hacerlo así́ y el régimen de 

contrapartidas que anulen ese efecto 

desigual, lo que, según ya se ha dicho, 

no consta demostrado, atentando y 

afectando ello al principio y derecho 

de igualdad declarado en el art 14 de 

la Constitucio ́n Española 

 

 

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8752102&statsQueryId=111355592&calledfrom=searchresults&links=&optimize=20190507&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8737869&statsQueryId=109772841&calledfrom=searchresults&links=&optimize=20190423&publicinterface=true
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DERECHO A LA 
PROPIA IMAGEN 

STS 10/04/2019 ir al texto  

Nº de Recurso: 227/2017 

Nº de Resolución: 304/2019 

 Ponente: JOSE MANUEL LOPEZ 

GARCÍA DE LA SERRANA 

 

Resumen: Derecho a la propia imagen: 

se descarta el carácter abusivo de la 

práctica empresarial consistente en 

incorporar a los contratos de trabajo 

la cláusula que establece que " El 

trabajador consiente expresamente , 

conforme a la LO 1/1982, de 5 de 

mayo, RD 1720/2007 de Protección de 

Datos de carácter personal y Ley 

Orgánica 3/1985 de 29 de mayo, a la 

cesión de su imagen, tomada 

mediante cámara web o cualquier otro 

medio, siempre con el fin de 

desarrollar una actividad propia de 

telemarketing y cumplir, por tanto, 

con el objeto del presente contrato y 

los requerimientos del contrato 

mercantil del cliente ...." 

 

La AN estimó que esa cláusula era 

nula por violar el derecho a la propia 

imagen del empleado y que ese 

consentimiento se debe pedir 

expresamente cuando el afectado 

vaya a ser empleado en trabajos de 

video- llamada ajustándolo a las 

circunstancias del caso concreto, sin 

que quepa la utilización de clausulas 

genéricas. 

 

La AN se había basado en la doctrina 

del TS sentada en su sentencia de 21 

de septiembre de 2015 (R. 259/2014), 

para anular otra cláusula genérica que 

obligaba a facilitar al trabajador su 

teléfono, incluso móvil, domicilio, 

correo electrónico y a comunicar los 

cambios de estos datos, permitiendo 

el envío de mensajes por esas vías que 

estuviesen relacionados con el trabajo. 

 

 Pero, el TS considera ahora que no 

cabe aplicar esa doctrina al presente 

caso porque es distinto, pues, aquí ́ lo 

que se controvierte no es el deber 

previo de facilitar un dato personal, 

sino si es preciso el consentimiento 

del empleado para poder usar su 

imagen en el desempeño de las 

labores propias de su actividad, así ́ 

como la validez de una cláusula que 

establece obligaciones propias del 

ámbito funcional del Convenio 

Colectivo de aplicación, Cuestiones 

que son distintas, porque afectan a 

derechos diferentes en su contenido 

constitucional y en su regulación legal. 

 

 

DESEMPLEO 

STS 10/04/2019 ir al texto  

Nº de Recurso: 1378/2017 

Nº de Resolución: 305/2019 

      Ponente: ROSA MARÍA VIROLES 

PIÑOL 

 

Resumen: se trata de determinar si un 

incremento puntual de renta como 

consecuencia de la adjudicación y 

aceptación en fecha 1 de abril de 2014 

de la mitad de la herencia del 

hermano de la actora consistente en 

un inmueble valorado en 8.275, 57 

euros, que no comunico ́ en la 

declaración anual de rentas de 2014, 
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pero sí en fecha 24 de septiembre de 

2015, no ha de dar lugar a la 

suspensión del derecho a la 

suspensión del derecho a la prestación 

por desempleo mayores de 52 años, 

sino a su extinción, por falta de 

comunicación a la entidad gestora.  

 

Aunque tales rentas se hubiesen 

declarado con posterioridad a los 

efectos del IRPF, lo cierto es que esa 

declaración a la Administración 

Tributaria en manera alguna corrige o 

subsana la previa infracción cometida 

frente al Ente gestor de las 

prestaciones, ni cabe desconocer que 

no estamos examinando la 

procedencia de una sanción fiscal, sino 

la prestacional y por el concreto 

incumplimiento de obligaciones 

establecidas en la legislación sobre 

desempleo>> 

 

Reitera doctrina: STS/4a/Pleno de 19 y 

22 de febrero de 2016 (rcud. 

3035/2014 y 994/2014 , 

respectivamente), en las que se 

rectifico ́ el criterio plasmado en 

aquella, el cual ha sido seguido por las 

STS/4a de 28 de septiembre de 2016 

(rcud. 3002/2014 ) , 9 de marzo de 

2017 (rcud. 3503/2015 ) y 6 de febrero 

de 2018 (rcud. 3104/2015 )  

 

 

DESPIDO 
COLECTIVO 

STS 26/03/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 8/2018 

Nº de Resolución: 178/2019 

      Ponente: SEBASTIÁN MORALO 

GALLEGO 

 

Resumen: indemnización que 

corresponde percibir a los tres 

demandantes como consecuencia de 

sus despidos individuales derivados 

del despido colectivo llevado a cabo 

por la empresa "Ediciones El País, 

S.A.", que afecto ́ a 129 trabajadores, 

cerrado tras el periodo de consultas 

sin acuerdo, pero en el que se alcanzo ́ 

un pacto ante la Audiencia Nacional el 

14 de enero de 2013 . Existencia de 

una acuerdo anterior de fin de huelga. 

 

La conciliación ante la Audiencia 

Nacional produce efectos de cosa 

juzgada, o equivalentes, por cuanto 

constituye un acuerdo entre las partes 

litigantes y eran los representantes 

legales de los trabajadores quienes 

habían llegado a un acuerdo poniendo 

fin a la huelga en 2011. La STS 16 

junio 2015 (rec. 339/2014) entiende 

que esa conciliación ha sido dotada de 

un mecanismo impugnatorio especial, 

sin que en el caso estudiado se 

hubiera activado. Siendo válida, por 

tanto, esa conciliación, lo que 

corresponde a cada procedimiento 

individual es determinar su alcance o 

interpretación.  

 

El Acuerdo de fin de huelga no 

pretende cerrar el estado de la 

cuestión de modo absoluto o pétreo, 

sino que manifiesta su " más amplio 

respeto a la autonomía de la voluntad 

colectiva y legitimada en sus 

respectivos ámbitos". Con ello esta ́ 

admitiendo la existencia de una 

especie de "negociación en cascada": 
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siempre que se cumplan las exigencias 

de representatividad hay que permitir 

el juego de la autonomía colectiva en 

ámbitos inferiores al Grupo de 

Empresas.  

Puesto que el Acuerdo de final de 

huelga se proyecta a todo el Grupo y 

la reestructuración de plantillas tiene 

lugar a nivel de empresa, lo que viene 

a establecerse es una articulación de 

ambas unidades negociadoras.  

 

D) Adicionalmente, en el concretísimo 

punto sobre el importe de la 

indemnización para las eventuales " 

desvinculaciones " los acuerdos de 

2011 fijan un módulo indemnizatorio 

de referencia (45 días por año de 

servicio, con un tope de 42 

mensualidades), pero admiten factores 

correctores o variaciones en cada 

unidad empresarial.  

 

E) En definitiva: no hay colisión entre 

lo acordado al final de la huelga de 

2011 para todo el Grupo y lo pactado 

ante la Audiencia Nacional para el 

despido colectivo de una de las 

empresas en él integradas".  

 

Reitera doctrina: STS del Pleno de 27 

de abril de 2017 (Recursos de 

unificación 279/2016; 280/2016 ; y 

490/2016 ) y la de 28 de abril de 2017 

(rcud. 286/2016 )  

 

 

STS 04/04/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 165/2018 

Nº de Resolución: 283/2019 

      Ponente: ROSA MARÍA VIROLES 

PIÑOL 

 

Resumen: Despido colectivo:  

Competencia objetiva: 

 nos encontramos ante un despido 

colectivo de facto, pues del cómputo 

para la determinación de los umbrales 

a que se refiere el art. 51 ET , están 

incluidos los contratos temporales 

concertados para la ejecución de una 

contrata que finalizan antes de la 

fecha prevista o determinada por 

reducción de su volumen por la 

empresa comitente, estando excluidos 

solamente aquellas extinciones que se 

producen por motivos inherentes a la 

persona del trabajador y las que se 

produzcan por cumplimiento del 

término; y en el caso son 47 las 

extinciones que se produjeron (11 de 

ellas el 13 de julio de 2017 y 36 el 31 

de julio siguiente).  

 

En consecuencia, superándose los 

umbrales previstos en el art. 51 ET, nos 

encontramos ante un despido 

colectivo, cuyo conocimiento -en el 

caso- es competencia de la Sala de lo 

Social del TSJ de Madrid. 

 

 

DESPIDO NULO 

STS 13/02/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 705/2017 

Nº de Resolución: 110/2019 

      Ponente: MARÍA LOURDES ARASTEY 

SAHUN 

 

Resumen: demandante se le entrego ́ 

carta de despido el 31 de diciembre 

de 2014, con efectos del mismo día, 

reconociéndole una indemnización 

por despido de 22.300,99 €; presento ́ 

papeleta de conciliación previa el 29 
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de enero y demanda de despido el 20 

de febrero de 2015; el acto del juicio 

se celebro ́ el 13 de mayo de 2015, 

falleciendo el trabajador el 1 de 

octubre de 2015, antes de dictarse la 

sentencia.  

La emisión que el art. 286 hace al art. 

281.2 LRJS -plenamente aplicable en 

todo caso de justificada imposibilidad 

de readmisión- lleva a incluir en la 

condena la indemnización señalada en 

el art. 56.1 ET y, en definitiva, dado 

que la readmisión no era posible, la 

condena de las codemandadas se 

concretaba, de un lado en el abono a 

la esposa e hijos del finado de los 

salarios dejados de percibir desde la 

fecha del despido hasta la de la 

defunción y, asimismo, de una 

indemnización equivalente a la de un 

despido improcedente, calculada 

desde el inicio de la relación laboral (2 

de mayo de 2001) hasta la de dicho 

fallecimiento. Dicha indemnización 

alcanza la cifra de 49.274,24 € (de la 

que el trabajador había percibido 

22.300,99 € en el momento del 

despido). En definitiva procede aplicar 

la misma solución que se alcanzaría de 

haberse tratado de un despido 

improcedente, en que, al no ser 

posible la readmisión, se acudiría a la 

opción de la indemnización.  

 

 

EJECUCIÓN 

STS 18/02/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 178/2017 

Nº de Resolución: 151/2019 

      Ponente: CONCEPCIÓN ROSARIO 

URESTE GARCÍA 

 

Resumen: falta de readmisión o 

readmisión irregular inexistentes.  

Condena a readmisión de personas 

que alcanzan la edad de jubilación.  La 

empresa, tras la condena a 

reincorporar en su puesto de trabajo a 

los afectados por el acto en parte 

anulado, envió ́ en fecha 5 de febrero 

de 2016 comunicación de opción por 

la readmisión, requiriéndoles para la 

reincorporación (junto a la petición de 

determinada información) el día 15 

siguiente, momento este del alta en la 

seguridad social. A finales de dicho 

mes efectúa sendas trasferencias por 

importe de 2.990,20 euros al Sr. Ángel 

y de 3.458,40 euros al Sr. Juan Pablo, y 

el día 29 les comunica que procedería 

a cursar la baja en la seguridad social. 

La razón: la constatación, una vez 

examinadas las circunstancias 

personales de todos los afectados, de 

que en el momento de notificarse la 

sentencia y proceder a su 

cumplimiento, los anteriores ya 

estaban en situación de jubilación. 

Adicionaba la carta que, con la 

finalidad de "poder abonar los salarios 

de tramitación relativos al 

procedimiento judicial del ERE hasta la 

fecha de su acceso a dicha situación 

de pensionista, y dar así́ cumplimiento 

total a la sentencia, le rogamos nos 

haga llegar a la mayor brevedad la 

documentación que en su día le fue ya 

requerida y que a día de hoy Ud. aún 

no ha remitido."  

 

El conocimiento por la ejecutada del 

hecho de la jubilación, tras la 

comunicación de readmisión y 

consiguiente abono de salarios, y la 

decisión días más tarde de darles de 
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baja por tal causa, no es sino la 

aplicación de la extinción que el citado 

art. 49.1.f ET prevé. En modo alguno 

podemos interpretar que el alcance de 

dicha forma de proceder empresarial, 

sea constitutiva de una readmisión 

irregular o de una falta de readmisión.  

 

 

FOGASA 

STS 07/03/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 236/2018 

Nº de Resolución: 270/2019 

       Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO 

PELLICER 

 

Resumen: responsabilidad del Fondo 

de Garantía Salarial (FOGASA) en un 

supuesto en el que en la entidad 

concursada Astilleros de Sevilla, en el 

marco de un despido colectivo, se 

pactó una indemnización de sesenta 

días por año de servicio con el límite 

de 42 mensualidades y en el que parte 

de la indemnización fue abonada por 

la Junta de Andalucía, en virtud de la 

solicitud del interesado, como ayuda 

extraordinaria derivada de las 

previsiones del Decreto Ley 4/2012, de 

16 de Octubre de la Junta de 

Andalucía.  

 

En la medida en que la cantidad 

solicitada forma parte de una 

indemnización que excede de la 

máxima legal, y que la Junta de 

Andalucía ha abonado el doble de la 

citada indemnización legal, el FOGASA 

no es responsable. 

 

 

STS 10/04/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 3917/2017 

Nº de Resolución: 303/2019 

      Ponente: JESUS GULLON RODRÍGUEZ 

 

Resumen: el FOGASA puede ejercitar 

el derecho de opción con efectos 

plenos en aquellos casos en los que 

concurran, simultáneamente, las 

siguientes circunstancias: en primer 

lugar, que la empresa no haya 

comparecido en el acto del juicio; en 

segundo, que estemos en presencia 

de alguno de los supuestos previstos 

en el articulo 23.2 LRJS , esto es, que 

se trate de empresas incursas en 

procedimientos concursales, 

declaradas insolventes o 

desaparecidas, siempre que conste 

que la empresa ha cerrado sus 

actividades, siendo, en consecuencia, 

imposible o de difícil realización la 

readmisión; en tercero, que se trate de 

un supuesto en el que el titular de la 

opción fuere el empresario, pues no se 

puede sustituir el derecho de opción 

de quien no lo tiene; y, en cuarto 

lugar, que el FOGASA haya 

comparecido en el procedimiento en 

el momento de efectuar la opción 

 

Reitera doctrina: 5 de marzo de 2019 

(rcud. 620/2018) 

 

 

FORMACIÓN 

STS 03/04/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 11/2018 

Nº de Resolución: 227/2019 

      Ponente: ROSA MARIA VIROLES 

PIÑOL 
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       Resumen: Los Técnicos de 

Mantenimiento Aeronáutico de Iberia 

con tres años o más de experiencia 

profesional como TMA en la 

realización de las tareas descritas en la 

Parte I apartado 2 del Convenio de 

Tierra de Iberia no tienen a recibir con 

cargo a la empresa y durante su 

jornada de trabajo la formación 

pertinente para la obtención de la 

Licencia de Mantenimiento de 

Aeronaves-Parte 66 básica, de tipo 

B1.1 o B.2 o A, según corresponda a 

las tareas que se realicen, que el 

recurrente apoya en lo dispuesto en 

los arts. 4.2.b) y 23.1.b) del ET. 

 

 

INDEMNIZACIÓN DE 
DAÑOS Y 
PERJUICIOS 

STS 02/04/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 433/2018 

Nº de Resolución: 271/2019 

      Ponente: SEBASTIÁN MORALO 

GALLEGO 

 

      Resumen: Indemnización de daños y 

perjuicios: no debe descontarse, de la 

indemnización de daños y perjuicios a 

cuyo pago ha sido condenada la 

empresa por no contratar al 

trabajador inscrito en la bolsa de 

trabajo, la prestación de desempleo 

percibida por el mismo durante el 

periodo en el que debió de haber 

prestado servicios 

 

 

JUBILACIÓN NO 
CONTRIBUTIVA 

STS 03/04/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 1299/2017 

Nº de Resolución: 276/2019 

      Ponente: JOSE MANUEL LOPEZ 

GARCIA DE LA SERRANA 

 

       Resumen: Jubilación no contributiva: 

requisitos que deben cumplir los 

extranjeros que adquieren la doble 

nacionalidad (española y cubana) para 

tener derecho a la pensión de 

jubilación no contributiva y, más 

concretamente, determinar cómo se 

acredita el requisito de residencia 

legal en España durante diez años. 

 

      Para acreditar la residencia legal en 

España durante diez años que 

requiere el art. 167-1 de la LGSS (art. 

369 en el nuevo Texto), no basta con 

la inscripción en el padrón municipal 

durante ese tiempo, sino que esa 

inscripción no es válida a estos efectos 

porque el cómputo debe hacerse a 

partir de la obtención de autorización 

administrativa de residencia, que 

deben obtener los extranjeros, ya que 

el empadronamiento no presume ni 

determina el carácter legal de la 

residencia en España. 

 

 

JUBILACIÓN 
PARCIAL 

STS 04/04/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 1654/2017 

Nº de Resolución: 291/2019 
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      Ponente: CONCEPCION ROSARIO 

URESTE GARCIA 

 

Resumen: Jubilación parcial: eficacia 

de la inclusión de un trabajador en un 

Acuerdo Colectivo sobre Jubilación 

Parcial, adoptado a los efectos de la 

DF 12 de la Ley 27/2011, en fecha 

posterior a la establecida en el RD 

1716/2012 de comunicación al INSS.  

Existencia de un error: el demandante 

reunía los requisitos específicos de 

acceso a la jubilación al tiempo en el 

que se concertó ́ el Acuerdo 

correspondiente, sin que la exigencia 

reglamentaria de figurar 

nominalmente en el mismo sea 

constitutiva, y entendiendo que el 

Reglamento excede el perímetro de la 

ley. 

 

 

LIBERTAD SINDICAL 

STS 10/02/2019 ir al texto 

 

Nº de Recurso: 14/2018 

Nº de Resolución: 309/2019 

      Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO 

PELLICER 

 

Resumen: se desestima la pretensión 

de declarar vulneradora de la libertad 

sindical la actuación de los 

demandados, impidiendo la 

renovación de la Comisión de Control 

de los representantes de los partícipes 

designados por STC-CIC con 

representación en la entidad 

Promotora, en proporción a su 

representatividad media por los 

resultados en las últimas elecciones 

constituye una vulneración de los 

derechos fundamentales de libertad 

sindical y del principio de igualdad y 

no discriminación. Se trata de una 

mesa técnica, no negociadora, no está 

en juego la libertad sindical; ya que la 

Comisión de Control no es una 

estructura representativa cuya 

presencia o participación forme parte 

del contenido esencial ni adicional de 

la libertad sindical establecida en el 

artículo 28 CE , aunque el artículo 7 de 

la Ley de Regulación de los Planes y 

Fondos de Pensiones , haya 

introducido la posibilidad de que los 

representantes de partícipes y 

beneficiarios en las Comisiones de 

Control puedan ser designados desde 

la Comisión Negociadora de un 

Convenio o desde los órganos de 

representación de los trabajadores.  

 

No se vulnera el principio de igualdad: 

se produce la actual renovación de la 

comisión de control, conformada -tras 

el proceso de fusión y posterior 

transformación de varias entidades 

financieras- por una realidad 

empresarial distinta en la que la 

promotora del plan es una persona 

jurídica diferente que, además, tiene 

otros planes distintos procedentes de 

las otras entidades fusionadas.  

 

Como aparece en los hechos 

probados, ante la imposibilidad de 

conseguir un acuerdo en la renovación 

del plan de pensiones de Caja 

Extremadura y ante el hecho de que se 

mantenían abiertas las negociaciones 

de cara a un acuerdo global o parcial, 

se opto ́ por la no renovación de la 

comisión de control; decisión 

acordada que, en modo alguno 
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implico ́ una vulneración del principio 

de igualdad. 

 

 

STS 06/03/2019 ir al texto 

 

Nº de Recurso: 1052/2017 

Nº de Resolución: 171/2019 

      Ponente: MILAGROS CALVO 

IBARLUCEA 

      Resumen: crédito horario de los 

delegados de personal: cabe deducir 

de la bolsa de horas de crédito 

sindical las que corresponden a los 

trabajadores que se hallaren 

disfrutando de vacaciones.  El crédito 

horario se halla establecido con 

carácter "mensual" pero en relación 

con el periodo de actividad 

desempeñada, lo que 

consiguientemente lleva al disfrute del 

derecho tan sólo en los once meses de 

trabaja.  

 

      Reitera doctrina: STS de 23 de marzo 

de 2017 (Rec 49/2014 ) en un 

supuesto en el que lo discutido era la 

posibilidad de la deducción del 

periodo vacacional en la bolsa de 

horas de los Delegados de Persona- 

 

 

STS 02/04/2019 ir al texto 

 

Nº de Recurso: 27/2018 

Nº de Resolución: 272/2019 

      Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

 

Resumen: violación inexistente. La 

recurrente alega que la designación y 

revocación de los Delegados de 

Prevención, así como el 

nombramiento de sus sustitutos 

forman parte del contenido esencial 

del derecho de libertad sindical y no 

permitir al Sindicato accionante los 

cambios propuestos de Delegados es 

impedir la participación en la 

prevención de riesgos laborales y, por 

consiguiente, vulnerar el derecho de 

libertad sindical, sin que se deba 

valorar si la utilización práctica del 

Sindicato es la adecuada, más aún es 

formal porque sus solicitudes eran 

denegadas una y otra vez por la 

empleadora.  

 

En la LPRL no aparece contemplada la 

figura del sustituto del Delegado de 

Prevención, ni se considera ninguna 

situación en la que deba ser sustituido 

temporalmente, por realizar la 

actividad preventiva fuera de la 

jornada de trabajo o porque haya 

superado los límites de jornada en 

cómputo mensual.  

 

No solo no existe previsión específica 

alguna en la LPRL respecto a la figura 

del sustituto del Delegado de 

Prevención, sino que si acudimos a la 

normativa reguladora de los órganos 

de representación de los trabajadores, 

artículos 61 y siguientes del ET, 

tampoco aparece previsión alguna 

respecto a la figura del sustituto del 

representante de los trabajadores.  

Por lo tanto, mal puede vulnerarse el 

derecho de libertad sindical, por 

suponer una injerencia en la facultad 

del recurrente de nombrar 

representantes, cuando no existe tal 

derecho, pues el mismo no está 

reconocido en la normativa 
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reguladora ni explicita ni 

implícitamente.  

 

 

PAGAS 
EXTRAORDINARIAS 

STS 10/04/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 1468/2018 

Nº de Resolución: 167/2019 

      Ponente: ROSA MARÍA VIROLES 

PIÑOL 

 

Resumen: Pagas extraordinarias: en el 

caso de cese procede la parte 

proporcional al tiempo trabajado en el 

periodo al que se refiere la paga 

extraordinaria del último trimestre. Si 

el devengo se hacía por trimestres no 

se puede quebrar el cómputo en el 

momento de la liquidación". Y así ́ ha 

de entenderse el art. 12 del convenio 

colectivo aplicable cuando " in fine" 

señala que la percepción de la paga 

será proporcional al tiempo de 

servicios prestados en caso de cese. 

 
 

PERSONAL 
LABORAL DE LA 
ADMINISTRACIÓN 
PÚBLICA 

STS 28/03/2019 ir al texto 

 Nº de Recurso: 997/2017 

 Nº de Resolución: 261/2019 

       Ponente: MARIA LOURDES ARASTEY 

SAHUN 

 

Resumen: indefinidos no fijos: 

indemnización a  la extinción de la 

relación de los trabajadores 

indefinidos no fijos cuando se produce 

la cobertura del puesto de trabajo que 

vienen ocupando. En tales casos: "ante 

la ausencia de un régimen jurídico  

propio del contrato indefinido no fijo" 

por limitarse el EBEP a reconocer tal 

categoría "sin establecer la pertinente 

regulación de sus elementos 

esenciales", es aplicable "la 

indemnización de veinte días por año 

de servicio, con límite de doce 

mensualidades, que establece el 

artículo 53.1-b) del ET en relación a los 

apartados c ) y e) del artículo 52 del 

mismo texto legal para los supuestos 

de extinciones contractuales por 

causas objetivas".  

 

No hay incongruencia por declarar 

válido el cese y conferir la 

indemnización: cuando a la conclusión 

a la que se llega en el proceso por 

despido es que tal despido no se ha 

producido en los términos 

pretendidos por la demanda porque el 

cese no resultaba improcedente, sino 

que era ajustado a derecho, la 

consecuencia antes indicada del 

reconocimiento de la indemnización 

de veinte días deviene automática. Lo 

mismo sucedería con la indemnización 

de doce días de tratarse de una 

relación de carácter temporal de las 

que, con arreglo al art. 49.1 c) del 

Estatuto de los Trabajadores (ET), 

llevan aparejada tal indemnización, 

aunque no se haya pedido. 

 

Reitera doctrina: STS/4a/Pleno de 28 

de marzo de 2017 (rcud. 1664/2015), 
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en el sentido de entender que, en 

tales casos. 

 

  

STS 03/04/2019 ir al texto 

 

 Nº de Recurso: 1/2018 

 Nº de Resolución: 280/2019 

       Ponente: JOSE MANUEL LOPEZ 

GARCIA DE LA SERRANA 

 

      Resumen: derecho del personal 

laboral temporal con más de cinco 

años de antigüedad de la comunidad 

Autónoma demandada, al 

complemento de carrera profesional 

horizontal que establece el V 

Convenio Colectivo del personal 

laboral al servicio de la citada 

Comunidad con las consecuencias 

inherentes a ese reconocimiento,   

 

      El llamado complemento profesional 

horizontal retribuye el desarrollo 

profesional, la experiencia y 

permanencia en el desempeño del 

puesto de trabajo, sin necesidad de 

cambiar de puesto de trabajo, de 

destino físico, o de actividad, y viene 

condicionado solamente al paso del 

tiempo y a la superación de ciertos 

niveles de formación etc.  

 

      Sentado lo anterior y dado que la 

obtención del derecho al 

complemento retributivo 

controvertido se condiciona en primer 

lugar, a la prestación de servicios a la 

administración empleadora durante 

cinco años ininterrumpidos, no está 

justificada objetivamente la privación 

de ese derecho a los trabajadores 

temporales que llevan cinco años 

seguidos de prestación de servicios, lo 

que les ha permitido ganar, ex artículo 

15-5 del Estatuto de los Trabajadores 

(ET ), la condición de trabajadores 

indefinidos-no fijos. 

 

 

RECURSO DE 
SUPLICACIÓN 

STS 04/04/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 1291/2017 

Nº de Resolución: 287/2019 

      Ponente: SEBASTIÁN MORALO 

GALLEGO 

 

Resumen: el actor reclama una 

pensión de jubilación de 1.634,11 

euros mensuales, cuando ya le ha sido 

reconocida en la sentencia de 

instancia la suma de 1.481,32 euros, 

de lo que resulta una diferencia 

inferior a la cuantía que en cómputo 

anual permite acudir a la suplicación. 

La sentencia recurrida aplica 

correctamente la regla que obliga a 

estar a la diferencia en cómputo anual 

entre la cuantía de la prestación de 

jubilación reclamada y la que ya le ha 

sido reconocida al trabajador, pero se 

equivoca al referenciarla a la cuantía 

de la pensión de jubilación que 

establece la sentencia de instancia, 

olvidando que a estos fines debe 

estarse a "las diferencias reclamadas 

sobre el importe reconocido 

previamente en vía administrativa", tal 

y como expresamente indica el 

precitado art. 192. 4, LRJS, es decir, a 

la diferencia calculada en función de la 

cantidad que inicialmente es objeto de 

la demanda, sin tener en cuenta que la 

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8770165&statsQueryId=117366445&calledfrom=searchresults&links=&optimize=20190524&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8770176&statsQueryId=117366445&calledfrom=searchresults&links=&optimize=20190524&publicinterface=true


 

 

 
48 

sentencia del juzgado pudiere haber 

satisfecho en parte esa pretensión. 

En el presente supuesto el INSS 

reconoce en vía administrativa la 

pensión de jubilación en cuantía de 

1.354,24 euros mensuales, y el actor 

reclama en su demanda una pensión 

de 1.634,11 euros. La diferencia en 

términos mensuales es de 279,87 

euros que se corresponde con 

3.918,18 euros anuales, lo que supera 

la cuantía de 3.000 euros que da 

acceso al recurso de suplicación. 

.  

 

RENTA ACTIVA DE 
INSERCIÓN 

STS 27/03/2019  

Nº de Recurso: 2966/2017 

Nº de Resolución: 257/2019 

      Ponente: ANTONIO VICENTE 

SEMPERE NAVARRO 

 

Resumen: Renta Activa de Inserción: el 

agotamiento de la Renta Básica de 

Inserción (RAI) equivale al de una 

prestación por desempleo, a efectos 

de devengar el subsidio para mayores 

de 55 años. Si el acceso al subsidio 

por desempleo para mayores de 55 (o 

de 52) años se abre a quienes, además 

de otros requisitos, agotan un 

subsidio por desempleo de otro tipo, 

la referida ontología de la RAI invita a 

su asimilación.  

 

Resume doctrina sobre naturaleza de 

la RAI: 1. STS 28 octubre 2009 (rec. 

3354/2008).  

 

STS 3 marzo 2010 (rec. 1948/2009); 

STS 23 abril 2015 (rec. 1293/2014); STS 

60/2016 de 2 febrero (rec. 2835/2014); 

STS 539/2016 de 14 junio (rec. 

1342/2015);  STS 931/2017 de 27 

noviembre (rec. 468/2016): STS 

1102/2018 de 20 diciembre (rec. 

1723/2018. 

 

 

RESPONSABILIDAD 
EN EL PAGO DE 
PRESTACIONES 

STS 27/03/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 2137/2017 

Nº de Resolución: 255/2019 

      Ponente: MARIA LUZ GARCIA 

PAREDES 

 

Resumen: Responsabilidad en el pago 

de prestaciones: la empresa cesionaria 

debe responder de la parte de 

pensión de jubilación que le 

corresponde al trabajador, al tener 

que calcular la misma con los periodos 

en que la empresa cedente incurrió en 

infracotizacio ́n. Existe responsabilidad 

de la cesionaria cuando existan 

incumplimientos de la empresa que ha 

sido adquirida por fusión y que 

afecten a los derechos prestacionales 

de los trabajadores subrogados. Y ello 

es lo que sucede en el presente 

supuesto, en el que la recurrente ha 

sucedido a la empresa incumplidora, 

teniendo que asumir todas las 

consecuencias que le hubieran 

deparado a la sucedida en el caso de 

no haber sido fusionada, por virtud 

del art. 126.2 de la LGSS 1994 (actual 

art. 167.2 LGSS).  
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Reitera doctrina: STS Pleno, de 23 

marzo 2015 (rcud. 2057/2014)  

 

 

 

STS 03/04/2019  

Nº de Recurso: 1561/2017 

Nº de Resolución: 275/2019 

      Ponente: ROSA MARÍA VIROLES 

PIÑOL 

 

Resumen: Responsabilidad en el pago 

de prestaciones: Mutua colaboradora 

de la Seguridad Social: la Mutua 

colaboradora con la Seguridad Social 

no tiene derecho a recuperar una 

parte del capital coste cuando el 

mismo corresponde a una incapacidad 

permanente total (IPT) por accidente 

laboral que posteriormente evoluciona 

hacia una Incapacidad Permanente 

Absoluta (IPA) derivada de 

contingencia común.  

 

 Reitera doctrina: STS 18 de diciembre 

de 2018 (rcud. 1647/2017). 

 

 

RIESGO DURANTE 
LA LACTANCIA 
NATURAL  

STS 26/03/2019 ir al texto 

 

Nº de Recurso: 2170/2018 

Nº de Resolución: 244/2019 

      Ponente: JESUS GULLON RODRIGUEZ 

 

Resumen: Riesgo durante la lactancia 

natural: derecho a la prestación de 

riesgo durante la lactancia natural a 

una trabajadora que presta servicios 

como camillera en servicio de 

transporte urgente con ambulancia, en 

régimen de turnos semanales de dos 

días en turno de mañana de 9:00 h a 

21:00 horas, dos en turno de noche de 

21:00h a 9:00 horas, y cinco descanso.  

Aun cuando no exista para la 

demandante, tal y como se expresa en 

el hecho probado quinto de la 

sentencia de instancia, el riesgo de 

contacto con sustancias químicas que 

puedan afectar a la lactancia natural, 

sin embargo no se ha llevado a cabo 

una evaluación del riesgo que 

comporta el trabajo a turnos que lleva 

a cabo la actora. Situación en la que, 

como hemos dicho en otros casos 

similares antes citados, habrá ́ de ser la 

parte que niega la existencia de la 

situación de riesgo durante la 

lactancia la que haya de desarrollar la 

actividad probatoria en contrario, y a 

partir de tal extremo, aplicar las 

previsiones del artículo 26 LPRL y 188 

LGSS ,  

 

Reitera doctrina: STS -tres- todas de 

fecha 24/01/2019, (RRCUD 4164/2017, 

2037/2017, y 3528/2017), en las que 

se sigue el criterio general establecido 

en la STS del Pleno, de 26/06/2018. 

 

 

STS 24/04/2019  

 

Nº de Recurso: 763/2017 

Nº de Resolución: 323/2019 

      Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO 

PELLICER 

 

Resumen: Riesgo durante la lactancia 

natural: supuesto de solicitud de 
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prestación por riesgo durante la 

lactancia natural, por el mero hecho 

de solicitar la prestación de riesgo por 

embarazo acompañada del certificado 

correspondiente ya se presume que la 

solicitante estaba llevando a cabo la 

lactancia natural con su hijo; y no 

puede exigírsele la prueba. Por ello se 

revoca la sentencia recurrida que 

exigía a la interesada probar que la 

situación de lactancia materna se 

mantenía durante la duración de la 

aludida prestación, al basar el fallo en 

que "no se constata que con 

posterioridad tal situación se 

mantuviera".  

 

SUCESIÓN DE 
EMPRESAS 

STS 26/03/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 1916/2017 

Nº de Resolución: 184/2019 

      Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO 

PELLICER 

 

Resumen: hay transmisión de empresa 

en un supuesto en que un 

Ayuntamiento venía subcontratando 

con sucesivas empresas el servicio de 

comedor de escuelas infantiles hasta 

un determinado momento en que 

decide recuperar el servicio, para 

realizarlo con sus propios medios en 

las mismas instalaciones y con los 

mismos medios materiales que fueron 

utilizando, sucesivamente, las 

anteriores contratistas.  Es irrelevante 

que las Instalaciones y medios 

materiales, propiedad del propio 

Ayuntamiento, pues no se exige la 

transmisión de la propiedad de dichos 

medios, sino de la actividad 

organizada.  

 

Estamos en presencia de una actividad 

externalizada, primero, y recuperada, 

después, que no se basa exclusiva o 

fundamentalmente en la mano de 

obra, tal como pone de relieve la 

propia sentencia recurrida y que nadie 

discute en esta sede. Antes al 

contrario, para prestar el servicio 

encomendado hacen falta -son 

absolutamente imprescindibles- unas 

instalaciones que tengan un 

equipamiento importante y un utillaje 

adecuado, sin los cuales es imposible 

la realización del servicio 

encomendado. La buena doctrina esta ́, 

por tanto, en la sentencia referencial.  

Junto al dato evidente de que se ha 

producido un cambio en la titularidad 

de la utilización de los medios de 

producción afectos al servicio 

contratado, resulta palmaria la 

concurrencia del elemento objetivo 

pues ha existido en la operación de 

reversión del servicio contratado la 

entrega de los elementos 

patrimoniales que resultan inevitables 

para la continuidad de la actividad, lo 

que revela la transmisión de un 

conjunto de instalaciones y medios 

que conforman una determinada 

actividad económica que mantiene su 

identidad tras la reasunción del 

servicio por parte del Ayuntamiento. 

 

 

TIEMPO DE 
TRABAJO 

STS 12/03/2019 ir al texto 
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Nº de Recurso: 18/2018 

Nº de Resolución: 205/2019 

      Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

 

Resumen: cómputo de la jornada: 

Acuerdo en materia de cómputo de 

jornada alcanzado en período de 

consultas de un despido colectivo.  

 

Se desestima la pretensión de que se 

declare el derecho de los trabajadores al 

percibo salarial y al cómputo horario 

correspondiente al cuadrante asignado 

previamente como jornada completa en 

caso de que el trabajador disfrute de 

licencias o permiso retribuido del art. 46 

del Convenio colectivo, sin que tenga que 

recuperar ningún crédito de jornada 

negativo respecto de la empresa por ese 

concepto".  

 

 Ha quedado concretada por la voluntad 

de las partes la fijación de una jornada 

diaria de 5,335 horas, y que dicha jornada 

se aplicara ́ a aquellos periodos en los que 

el trabajador no preste servicios y sean no 

recuperables, de tal manera que la 

jornada a descontar del cómputo, por los 

días de ausencia, se determinara ́ 

multiplicando el valor horas/días por el 

número de días de ausencia, por lo que la 

práctica empresarial de realizar dicho 

cómputo es ajustada al contenido del 

acuerdo de 3 de diciembre de 2012.  

 

 

STS 19/03/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 30/2018 

Nº de Resolución: 22/2019 

      Ponente: MARIA LOURDES ARASTEY 

SAHUN 

 

Resumen: En la empresa ALTADIS se 

estima demanda de conflicto colectivo 

y se declara:  

 

1.- El derecho de los trabajadores 

afectados a cobrar el 100 por 100 de 

la retribución variable mensual cuando 

los objetivos no se hayan notificado el 

primer día hábil del mes, o, 

subsidiariamente, el derecho a percibir 

el 100 por 100 de la retribución 

variable correspondiente a los di ́as de 

retraso que se hayan producido;  

 

2.- La obligación de las demandadas 

de programar el inicio de la siguiente 

jornada de trabajo se produzca, no en 

el horario habitual, sino 12 horas 

después de haber finalizado las 

actividades relacionadas con el evento 

especial.  

 

3.- Y que las horas dedicadas a dichas 

actividades deben ser consideradas 

como jornada laboral.".  

VIUDEDAD 

STS 02/04/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 2820/2017 

Nº de Resolución: 266/2019 

       Ponente: MARIA LUZ GARCIA 

PAREDES 

 

Resumen: a supresión del incremento 

al 70% de la pensión de viudedad, por 

la pérdida del requisito de 

rendimientos anuales por superar el 

límite legal establecido, debe 

producirse computando a tal efecto 

los ingresos del ejercicio anterior a los 

que permitieron acceder al derecho y 

no  los del año en el que se produce 

esa variación. 
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En definitiva hay que admitir que la 

garantía de mínimos reposa en 

previsiones comprobables a posteriori, 

constituyendo la declaración de 

ingresos en el año anterior una 

presunción iruis tantum y 

consiguientemente modificable con 

posterioridad mediante la 

constatación de los ingresos reales 

obtenidos en el año al que se refiere el 

complemento". Doctrina seguida por 

las SSTS de 10 y 18 de julio de 2000, 

rcuds 4024/1999 y 4443/1999, 30 de 

septiembre de 2000 , rcud 2667/1999 , 

3 de noviembre de 2000 , rcud 

1727/2000 , entre otras.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JURISPRUDENCIA 
 

 

Tribunal de 
Justicia de la 

Unión Europea 

 
 

 

CONTRATACIÓN PÚBLICA 

STJUE 02/05/2019  

 

«Procedimiento prejudicial — Contratación pública — Directiva 2014/24/UE — Costes 

de mano de obra — Exclusión automática del licitador que no ha indicado de forma 

separada en la oferta dichos costes — Principio de proporcionalidad» 

 

En el asunto C-309/18, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 

planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Tribunale amministrativo regionale 

per il Lazio (Tribunal Regional de lo Contencioso-Administrativo del Lacio, Italia), 

mediante resolución de 20 de marzo de 2018, recibida en el Tribunal de Justicia el 7 de 

mayo de 2018, en el procedimiento entre Lavorgna Srl y Comune di Montelanico, 
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Comune di Supino, Comune di Sgurgola, Comune di Trivigliano, con intervención de: 

Gea Srl, El Tribunal de Justicia (Sala Novena) declara: 

 

Los principios de seguridad jurídica, de igualdad de trato y de transparencia, en los 

términos contemplados en la Directiva 2014/24/UE del Parlamento Europeo y del 

Consejo, de 26 de febrero de 2014, sobre contratación pública y por la que se deroga la 

Directiva 2004/18/CE, deben interpretarse en el sentido de que no se oponen a una 

normativa nacional, como la controvertida en el litigio principal, según la cual el hecho 

de no indicar por separado los costes de mano de obra, en una oferta económica 

presentada en un procedimiento de adjudicación de contratos públicos, conlleva la 

exclusión de dicha oferta sin posible subsanación de defectos de tramitación, incluso en 

el supuesto de que en la documentación de la licitación no se especificase la obligación 

de indicar esos costes por separado, puesto que esa condición y esa posibilidad de 

exclusión están claramente previstas en la normativa nacional relativa a los 

procedimientos de contratación pública a la que se hacía una remisión expresa. Sin 

embargo, si las disposiciones de la licitación no permiten a los licitadores indicar esos 

costes en sus ofertas económicas, los principios de transparencia y de proporcionalidad 

deben interpretarse en el sentido de que no se oponen a que se permita a los 

licitadores regularizar su situación y cumplir las obligaciones previstas por la normativa 

nacional en la materia en un plazo establecido por el poder adjudicador. 

 

 

LIBERTAD DE ESTABLECIMIENTO 

STJUE 07/05/2019 ir al texto 

 

Procedimiento prejudicial — Directiva 98/5/CE — Acceso a la profesión de abogado — 

Monje que ha obtenido su título profesional de abogado en un Estado miembro 

distinto del de acogida — Artículo 3, apartado 2 — Requisito para la inscripción ante la 

autoridad competente del Estado miembro de acogida — Certificado de inscripción 

ante la autoridad competente del Estado miembro de origen — Denegación de la 

inscripción — Normas profesionales y deontológicas — Incompatibilidad de la 

condición de monje con el ejercicio de la abogacía» 

 

En el asunto C-431/17, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 

planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Symvoulio tis Epikrateias (Consejo 

de Estado, Grecia), mediante resolución de 29 de junio de 2017, recibida en el Tribunal 

de Justicia el 17 de julio de 2017, en el procedimiento entre Monachos Eirinaios, kata 

kosmon Antonios Giakoumakis tou Emmanouil, y Dikigorikos Syllogos Athinon, 

 

 El Tribunal de Justicia (Gran Sala) declara: 

 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=213766&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=2762992
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El artículo 3, apartado 2, de la Directiva 98/5/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, 

de 16 de febrero de 1998, destinada a facilitar el ejercicio permanente de la profesión 

de abogado en un Estado miembro distinto de aquel en el que se haya obtenido el 

título, debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa nacional que 

prohíbe a un abogado que tiene la condición de monje, inscrito como abogado ante la 

autoridad competente del Estado miembro de origen, inscribirse ante la autoridad 

competente del Estado miembro de acogida para ejercer en él la profesión con su 

título profesional de origen debido a la incompatibilidad, prevista en esa normativa, de 

la condición de monje con el ejercicio de la abogacía. 

 

 

STJUE 08/05/2019 ir al texto 

 

«Procedimiento prejudicial — Artículo 49 TFUE — Artículos 15, apartado 2, y 16 de la 

Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea — Libertad de 

establecimiento y libre prestación de servicios — Restricción — Decisión de cierre de 

un establecimiento comercial con efecto inmediato — Falta de motivación — Razones 

imperiosas de interés general — Prevención de la comisión de delitos de que pueden 

ser víctimas las personas que se dedican a la prostitución — Protección de la salud 

pública — Carácter proporcionado de la restricción de la libertad de 

establecimiento — Artículos 47 y 48 de la Carta de los Derechos Fundamentales — 

Tutela judicial efectiva — Derecho de defensa — Principio general del derecho a una 

buena administración» 

 

En el asunto C-230/18, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 

planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Landesverwaltungsgericht Tirol 

(Tribunal Regional de lo Contencioso-Administrativo de Tirol, Austria), mediante 

resolución de 27 de marzo de 2018, recibida en el Tribunal de Justicia el 30 de marzo 

de 2018, en el procedimiento entre PI y Landespolizeidirektion Tirol, 

 

el Tribunal de Justicia (Sala Sexta) declara: 

 

El artículo 49 TFUE, los artículos 15, apartado 2, 16, 47 y 52 de la Carta y el principio 

general del derecho a una buena administración deben interpretarse en el sentido de 

que, en circunstancias como las que son objeto del litigio principal, se oponen a una 

normativa nacional que dispone que una autoridad administrativa puede decidir cerrar 

un establecimiento comercial con efecto inmediato basándose en que sospecha que 

en ese establecimiento se ejerce una actividad de prostitución sin la autorización 

requerida por esa normativa, en la medida en que dicha normativa, por un lado, no 

exige que tal decisión esté motivada fáctica y jurídicamente por escrito y se comunique 

a su destinatario y, por otro lado, exige que la solicitud de anulación de esa decisión 

que presente su destinatario sí esté motivada. 

 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=213853&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=2764738
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PERMISOS PARENTALES 

STJUE 08/05/2019 ir al texto 

 

Procedimiento prejudicial — Política social — Directiva 96/34/CE — Acuerdo Marco 

sobre el permiso parental — Cláusula 2, apartado 6 — Trabajador con contrato de 

duración indefinida y a tiempo completo en situación de permiso parental a tiempo 

parcial — Despido — Indemnización por despido y subsidio por permiso de 

recolocación — Métodos de cálculo — Artículo 157 TFUE — Igualdad retributiva entre 

trabajadoras y trabajadores — Permiso parental a tiempo parcial del que hacen uso 

sustancialmente las trabajadoras — Discriminación indirecta — Factores objetivamente 

justificados y ajenos a cualquier discriminación por razón de sexo — Inexistencia» 

 

En el asunto C-486/18, 

que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con arreglo al 

artículo 267 TFUE, por la Cour de cassation (Tribunal de Casación, Francia), mediante 

resolución de 11 de julio de 2018, recibida en el Tribunal de Justicia el 23 de julio de 

2018, en el procedimiento entre RE y Praxair MRC SAS, 

 

El Tribunal de Justicia (Sala Primera) declara: 

 

1)      La cláusula 2, apartado 6 y, del Acuerdo Marco sobre el permiso parental, 

celebrado el 14 de diciembre de 1995, que figura en anexo a la Directiva 96/34/CE del 

Consejo, de 3 de junio de 1996, relativa al Acuerdo Marco sobre el permiso parental 

celebrado por la UNICE, el CEEP y la CES, en su versión modificada por la Directiva 

97/75/CE del Consejo, de 15 de diciembre de 1997, debe interpretarse en el sentido de 

que se opone a que, cuando se despide a un trabajador contratado por tiempo 

indefinido y a tiempo completo mientras disfruta de un permiso parental a tiempo 

parcial, la indemnización por despido y el subsidio por permiso de recolocación que se 

han abonar a dicho trabajador se fijen, al menos parcialmente, sobre la base de la 

retribución, de menor importe, que percibe cuando el despido tiene lugar. 

 

2)      El artículo 157 TFUE debe interpretarse en el sentido de que se opone a una 

normativa como la controvertida en el litigio principal, que establece que, cuando se 

despide a un trabajador contratado por tiempo indefinido y a tiempo completo 

mientras disfruta de un permiso parental a tiempo parcial, dicho trabajador percibe 

una indemnización por despido y un subsidio por permiso de recolocación fijado, al 

menos parcialmente, sobre la base de la retribución, de menor importe, que percibe 

cuando el despido tiene lugar, en una situación en la que un número 

considerablemente mayor de mujeres que de hombres deciden disfrutar de un 

permiso parental a tiempo parcial y cuando la diferencia de trato que de ello resulta 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=213859&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=2764738
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no puede explicarse por factores objetivamente justificados y ajenos a toda 

discriminación por razón de sexo. 

 

 

 

PROHIBICIÓN DE DISCRIMINACIÓN POR 
RAZÓN DE EDAD 

STJUE 08/05/2019 ir al texto 

 

Procedimiento prejudicial — Política social — Prohibición de cualquier discriminación 

por motivos de edad — Directiva 2000/78/CE — Exclusión de la experiencia 

profesional adquirida antes de cumplir 18 años — Régimen nuevo de retribuciones y 

promoción — Mantenimiento de diferencia de trato — Libre circulación de los 

trabajadores — Artículo 45 TFUE — Reglamento (UE) n. º 492/2011 — Artículo 7, 

apartado 1 — Normativa nacional que establece un cómputo parcial de los períodos 

previos de empleo» 

 

En el asunto C-24/17,que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 

planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Oberster Gerichtshof (Tribunal 

Supremo de lo Civil y Penal, Austria), mediante resolución de 19 de diciembre de 2016, 

recibida en el Tribunal de Justicia el 18 de enero de 2017, en el procedimiento seguido 

entre Österreichischer Gewerkschaftsbund, Gewerkschaft Öffentlicher Dienst y 

Republik Österreich, 

 

El Tribunal de Justicia (Sala Primera) declara: 

 

1)      Los artículos 1, 2 y 6 de la Directiva 2000/78/CE del Consejo, de 27 de noviembre 

de 2000, relativa al establecimiento de un marco general para la igualdad de trato en 

el empleo y la ocupación, en relación con el artículo 21 de la Carta de los Derechos 

Fundamentales de la Unión Europea, deben interpretarse en el sentido de que se 

oponen a normativas nacionales que, como la controvertida en el litigio principal, 

entren en vigor de forma retroactiva y, para poner fin a una discriminación por motivos 

de edad, establezcan la incorporación del personal laboral que ya está prestando 

servicio a un régimen nuevo de retribuciones y promoción en el marco del cual la 

primera clasificación de dicho personal se determina en función de la última 

retribución que hubiera percibido en virtud del régimen anterior. 

2)      En el supuesto de que no puedan interpretarse las disposiciones nacionales de 

conformidad con la Directiva 2000/78, los tribunales nacionales estarán obligados a 

garantizar en el marco de sus competencias la protección jurídica que para los 

justiciables se deriva de dicha Directiva y garantizar la plena eficacia de esta, sin que 

pueda aplicarse ninguna disposición nacional contraria. El Derecho de la Unión debe 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=213867&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=2764738
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interpretarse en el sentido de que, a partir del momento en que se haya constatado la 

existencia de una discriminación contraria al Derecho de la Unión y mientras no se 

adopten medidas que restablezcan la igualdad de trato, dicho restablecimiento 

implicará, en casos como el controvertido en el litigio principal, la concesión al 

personal laboral perjudicado por el régimen anterior de retribuciones y promoción de 

las mismas ventajas de que hubiera podido disfrutar el personal laboral favorecido por 

dicho régimen, tanto en el cómputo de períodos de servicio que se hubieran cubierto 

antes de cumplir 18 años como en la promoción en el escalafón retributivo y, en 

consecuencia, la concesión de una compensación económica al personal laboral 

discriminado por un importe igual a la diferencia entre el importe de la retribución que 

debería haber percibido si no se lo hubiera tratado de manera discriminatoria y el 

importe de la remuneración efectiva que percibió. 

 

3)      El artículo 45 TFUE y el artículo 7, apartado 1, del Reglamento (UE) n.º 492/2011 

del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de abril de 2011, relativo a la libre 

circulación de los trabajadores dentro de la Unión, deben interpretarse en el sentido 

de que se oponen a normativas nacionales con arreglo a las cuales, para fijar la 

antigüedad salarial del personal laboral, se computen íntegramente los períodos 

previos de empleo que se hubieran cubierto en una relación laboral con una 

corporación territorial o un municipio de un Estado miembro del Espacio Económico 

Europeo, de la República de Turquía o de la Confederación Suiza, con un organismo de 

la Unión Europea, con una organización intergubernamental a la que pertenezca la 

República de Austria, o con un organismo análogo, mientras que cualquier otro 

período previo de empleo solo se computa hasta un máximo de 10 años y siempre y 

cuando sea relevante. 

 

 

STJUE 08/05/2019 ir al texto 

 

Procedimiento prejudicial — Política social — Prohibición de cualquier discriminación 

por motivos de edad — Directiva 2000/78/CE — Exclusión de la experiencia 

profesional adquirida antes de cumplir 18 años — Régimen nuevo de retribuciones y 

promoción — Mantenimiento de diferencia de trato — Derecho a la tutela judicial 

efectiva — Artículo 47 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 

Europea — Justificaciones» 

 

En el asunto C-396/17, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 

planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Bundesverwaltungsgericht (Tribunal 

Federal de lo Contencioso-Administrativo, Austria), mediante resolución de 30 de junio 

de 2017, recibida en el Tribunal de Justicia el 3 de julio de 2017, en el procedimiento 

seguido entre Martin Leitner y Landespolizeidirektion Tirol, 

 

El Tribunal de Justicia (Sala Primera) declara: 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=213854&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=2764738
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1)      Los artículos 1, 2 y 6 de la Directiva 2000/78/CE del Consejo, de 27 de noviembre 

de 2000, relativa al establecimiento de un marco general para la igualdad de trato en 

el empleo y la ocupación, en relación con el artículo 21 de la Carta de los Derechos 

Fundamentales de la Unión Europea, deben interpretarse en el sentido de que se 

oponen a normativas nacionales que, como la controvertida en el litigio principal, 

entren en vigor de forma retroactiva y, para poner fin a una discriminación por motivos 

de edad, establezcan la incorporación del funcionariado que ya está prestando servicio 

a un régimen nuevo de retribuciones y promoción en el marco del cual la primera 

clasificación de dicho funcionariado se determina en función de la última retribución 

que hubiera percibido en virtud del régimen anterior. 

 

2)      El artículo 47 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea y 

el artículo 9 de la Directiva 2000/78 deben interpretarse en el sentido de que se 

oponen a normativas nacionales que, en situaciones como la controvertida en el litigio 

principal, limiten el alcance del control que los tribunales nacionales pueden ejercer, al 

excluir de él las cuestiones vinculadas con la fundamentación del «importe de 

reclasificación», el cual se ha calculado con arreglo a las normas del régimen anterior 

de retribuciones y promoción. 

 

3)      En el supuesto de que no puedan interpretarse las disposiciones nacionales de 

conformidad con la Directiva 2000/78, los tribunales nacionales estarán obligados a 

garantizar en el marco de sus competencias la protección jurídica que para los 

justiciables se deriva de dicha Directiva y garantizar la plena eficacia de esta, sin que 

pueda aplicarse ninguna disposición nacional contraria. El Derecho de la Unión debe 

interpretarse en el sentido de que, a partir del momento en que se haya constatado la 

existencia de una discriminación contraria al Derecho de la Unión y mientras no se 

adopten medidas que restablezcan la igualdad de trato, dicho restablecimiento 

implicará, en casos como el controvertido en el litigio principal, la concesión al 

funcionariado perjudicado por el régimen anterior de retribuciones y promoción de las 

mismas ventajas de que hubiera podido disfrutar el funcionariado favorecido por dicho 

régimen, tanto en el cómputo de períodos de servicio que se hubieran cubierto antes 

de cumplir 18 años como en la promoción en el escalafón retributivo y, en 

consecuencia, la concesión de una compensación económica al funcionario 

discriminado por un importe igual a la diferencia entre el importe de la retribución que 

debería haber percibido si no se lo hubiera tratado de manera discriminatoria y el 

importe de la remuneración efectiva que percibió. 

 

 

PROHIBICIÓN DE DISCRIMINACIÓN POR 
RAZÓN DE SEXO 
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STJUE 08/05/2019  

 

Procedimiento prejudicial — Igualdad de trato entre hombres y mujeres en materia de 

seguridad social — Directiva 79/7/CEE — Artículo 4 — Prohibición de toda 

discriminación por razón de sexo — Discriminación indirecta — Trabajo a tiempo 

parcial — Cálculo de la pensión de jubilación» 

En el asunto C-161/18, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 

planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Tribunal Superior de Justicia de 

Castilla y León, mediante auto de 17 de enero de 2018, recibido en el Tribunal de 

Justicia el 27 de febrero de 2018, en el procedimiento entre Violeta Villar Láiz e 

Instituto Nacional de la Seguridad Social (INSS), Tesorería General de la Seguridad 

Social (TGSS), 

 

El Tribunal de Justicia (Sala Tercera) declara: 

 

El artículo 4, apartado 1, de la Directiva 79/7/CEE del Consejo, de 19 de diciembre de 

1978, sobre la aplicación progresiva del principio de igualdad de trato entre hombres y 

mujeres en materias de seguridad social, debe interpretarse en el sentido de que se 

opone a una normativa de un Estado miembro, como la controvertida en el litigio 

principal, según la cual el importe de la pensión de jubilación en la modalidad 

contributiva de un trabajador a tiempo parcial se calcula multiplicando una base 

reguladora, determinada en función de los salarios efectivamente percibidos y de las 

cotizaciones efectivamente satisfechas, por un porcentaje que depende de la duración 

del período de cotización —período al que se aplica un coeficiente de parcialidad 

equivalente a la relación existente entre la jornada a tiempo parcial efectivamente 

trabajada y la jornada realizada por un trabajador a tiempo completo comparable y 

que se ve incrementado por un coeficiente de 1,5—, en la medida en que esta 

normativa perjudique en particular a las trabajadoras respecto de los trabajadores de 

sexo masculino. 

 

 

SEGURIDAD SOCIAL DE TRABAJADORES 
MIGRANTES 

STJUE 08/05/2019 ir al texto 

 

 

Procedimiento prejudicial — Seguridad social de los trabajadores migrantes — 

Reglamento (CE) n.º 883/2004 — Artículo 11, apartado 3, letra e) — Nacional de un 

Estado miembro empleado como marinero a bordo de un buque que enarbola 

pabellón de un tercer Estado — Empresario establecido en un Estado miembro distinto 

del Estado miembro de residencia del trabajador — Determinación de la legislación 

aplicable» 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=213862&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=2764738
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En el asunto C-631/17, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 

planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Hoge Raad der Nederlanden 

(Tribunal Supremo de los Países Bajos), mediante resolución de 27 de octubre de 2017, 

recibida en el Tribunal de Justicia el 9 de noviembre de 2017, en el procedimiento 

entre SF e Inspecteur van de Belastingdienst, 

 

El Tribunal de Justicia (Sala Tercera) declara: 

 

El artículo 11, apartado 3, letra e), del Reglamento (CE) n.º 883/2004 del Parlamento 

Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, sobre la coordinación de los sistemas 

de seguridad social, en su versión modificada por el Reglamento (UE) n.º 465/2012 del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de mayo de 2012, debe interpretarse en el 

sentido de que una situación como la del litigio principal, en la que una persona, pese 

a trabajar como marinero por cuenta de un empresario con domicilio en un Estado 

miembro, en un buque que enarbola pabellón de un tercer Estado y que navega fuera 

del territorio de la Unión, ha conservado su residencia en su Estado miembro de 

origen, está comprendida en el ámbito de aplicación de la citada disposición, de modo 

que la legislación nacional aplicable es la del Estado miembro de residencia de esa 

persona. 

 

 

STJUE 15/05/2019  

 

«Procedimiento prejudicial — Acuerdo de Asociación CEE-Turquía — Protocolo Adicional — 

Artículo 59 — Decisión n.º 3/80 — Seguridad social de los trabajadores migrantes — 

Supresión de las cláusulas de residencia — Artículo 6 — Prestación por invalidez — 

Supresión — Reglamento (CE) n.º 883/2004 — Prestaciones especiales en metálico no 

contributivas — Requisito de residencia — Directiva 2003/109/CE — Estatuto de residente de 

larga duración» 

 

En el asunto C-677/17, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, 

con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Centrale Raad van Beroep (Tribunal Central de 

Apelación, Países Bajos), mediante resolución de 1 de diciembre de 2017, recibida en el 

Tribunal de Justicia el 4 de diciembre de 2017, en el procedimiento entre Sr. Çoban y Raad van 

bestuur van het Uitvoeringsinstituut werknemersverzekeringen, 

 

 El Tribunal de Justicia (Sala Primera) declara: 

 

El artículo 6, apartado 1, párrafo primero, de la Decisión n.º 3/80 del Consejo de 

Asociación, de 19 de septiembre de 1980, relativa a la aplicación de los regímenes de 

seguridad social de los Estados miembros de las Comunidades Europeas a los 

trabajadores turcos y a los miembros de sus familias, en relación con el artículo 59 del 

Protocolo Adicional, firmado el 23 de noviembre de 1970 en Bruselas y concluido, 

aprobado y confirmado en nombre de la Comunidad mediante el Reglamento (CEE) 
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n.º 2760/72 del Consejo, de 19 de diciembre de 1972, debe interpretarse en el sentido 

de que no se opone a una disposición nacional como la controvertida en el litigio 

principal, que suprime el derecho a una prestación complementaria a un nacional 

turco que regresa a su país de origen y que es titular, en la fecha de salida del Estado 

miembro de acogida, del estatuto de residente de larga duración, en el sentido de la 

Directiva 2003/109/CE del Consejo, de 25 de noviembre de 2003, relativa al estatuto de 

los nacionales de terceros países residentes de larga duración. 

 

 

SUCESIÓN DE EMPRESAS 

STJUE 08/05/2019 ir al texto 

 

«Procedimiento prejudicial — Política social — Transmisiones de empresas — Directiva 

2001/23/CE — Artículo 1, apartado 1 — Ámbito de aplicación — Criterios de 

apreciación de la transmisión — Cesión de la clientela — Transferencia de la totalidad 

de los servicios financieros de un banco a una sociedad de bolsa que excluye la cesión 

del personal» 

 

En el asunto C-194/18, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 

planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Vrhovno sodišče (Tribunal Supremo, 

Eslovenia), mediante resolución de 20 de febrero de 2018, recibida en el Tribunal de 

Justicia el 19 de marzo de 2018, en el procedimiento entre Jadran Dodič y Banka 

Koper, Alta Invest 

 

El Tribunal de Justicia (Sala Novena) declara: 

 

El artículo 1, apartado 1, de la Directiva 2001/23/CE del Consejo, de 12 de marzo de 

2001, sobre la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros relativas al 

mantenimiento de los derechos de los trabajadores en caso de transmisiones de 

empresas, de centros de actividad o de partes de empresas o de centros de actividad, 

debe interpretarse en el sentido de que el hecho de que una segunda empresa se 

haga cargo de los instrumentos financieros y de los demás activos de clientes de una 

primera empresa, a raíz del cese de actividad de esta, en virtud de un contrato que 

obliga a celebrar la normativa nacional, aun cuando los clientes de la primera empresa 

gozan de la libertad de no confiar la gestión de sus títulos en bolsa a la segunda 

empresa, puede constituir una transmisión de empresa o de parte de empresa si está 

demostrada la existencia de una cesión de clientela, extremo que debe apreciar el 

órgano jurisdiccional nacional. En ese contexto, el número, incluso muy elevado, de 

clientes efectivamente cedidos no es, por sí solo, determinante en lo que respecta a la 

calificación de «transmisión» y la circunstancia de que la primera empresa colabore, 

como sociedad de valores no independiente, con la segunda empresa carece en 

principio de incidencia. 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=213868&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=2764738
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STJUE 16/05/2019  

 

Procedimiento prejudicial — Transmisiones de empresas — Directiva 2001/23/CE — 

Artículos 3 a 5 — Mantenimiento de los derechos de los trabajadores — 

Excepciones — Procedimiento de insolvencia — Procedimiento de reestructuración 

judicial mediante transmisión sujeta a supervisión judicial — Salvaguardia total o 

parcial de la empresa — Legislación nacional que autoriza al cesionario, tras la 

transmisión, a hacerse cargo de los trabajadores de su elección» 

 

En el asunto C-509/17, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 

planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el arbeidshof te Antwerpen, afdeling 

Hasselt (Tribunal Superior de lo Laboral de Amberes, Sección de Hasselt, Bélgica), 

mediante resolución de 14 de agosto de 2017, recibida en el Tribunal de Justicia el 21 

de agosto de 2017, en el procedimiento entre Christa Plessers y Prefaco NV, Belgische 

Staat. 

 

El Tribunal de Justicia (Sala Tercera) declara: 

 

La Directiva 2001/23/CE del Consejo, de 12 de marzo de 2001, sobre la aproximación 

de las legislaciones de los Estados miembros relativas al mantenimiento de los 

derechos de los trabajadores en caso de transmisiones de empresas, de centros de 

actividad o de partes de empresas o de centros de actividad, en particular sus artículos 

3 y 5, debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa nacional, 

como la controvertida en el litigio principal, que, en caso de transmisión de una 

empresa efectuada en el marco de un procedimiento de reestructuración judicial 

mediante transmisión sujeta a supervisión judicial que se aplica con el objetivo de 

mantener la totalidad o una parte de la empresa del cedente o de sus actividades, 

establece el derecho del cesionario a elegir de qué trabajadores desea hacerse cargo. 

 

 

TIEMPO DE TRABAJO 

STJUE 14/05/2019 ir al texto 

 

Procedimiento prejudicial — Política social — Protección de la seguridad y de la salud 

de los trabajadores — Ordenación del tiempo de trabajo — Artículo 31, apartado 2, de 

la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea — Directiva 

2003/88/CE — Artículos 3 y 5 — Descanso diario y semanal — Artículo 6 — Duración 

máxima del tiempo de trabajo semanal — Directiva 89/391/CEE — Seguridad y salud 

de los trabajadores en el trabajo — Obligación de establecer un sistema que permita 

computar la jornada laboral diaria realizada por cada trabajador» 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=214043&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=4125723
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En el asunto C-55/18, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 

planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por la Audiencia Nacional, mediante auto 

de 19 de enero de 2018, recibido en el Tribunal de Justicia el 29 de enero de 2018, en 

el procedimiento entre Federación de Servicios de Comisiones Obreras (CCOO) y 

Deutsche Bank, S.A.E., 

con intervención de: Federación Estatal de Servicios de la Unión General de 

Trabajadores (FES-UGT), Confederación General del Trabajo (CGT), Confederación 

Solidaridad de Trabajadores Vascos (ELA), Confederación Intersindical Galega (CIG) 

El Tribunal de Justicia (Gran Sala) declara: 

 

Los artículos 3, 5 y 6 de la Directiva 2003/88/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, 

de 4 de noviembre de 2003, relativa a determinados aspectos de la ordenación del 

tiempo de trabajo, interpretados a la luz del artículo 31, apartado 2, de la Carta de los 

Derechos Fundamentales de la Unión Europea y de los artículos 4, apartado 1, 11, 

apartado 3, y 16, apartado 3, de la Directiva 89/391/CEE del Consejo, de 12 de junio de 

1989, relativa a la aplicación de medidas para promover la mejora de la seguridad y de 

la salud de los trabajadores en el trabajo, deben interpretarse en el sentido de que se 

oponen a una normativa de un Estado miembro que, según la interpretación de esa 

normativa adoptada por la jurisprudencia nacional, no impone a los empresarios la 

obligación de establecer un sistema que permita computar la jornada laboral diaria 

realizada por cada trabajador. 

 

 

TRABAJO DE DURACIÓN DETERMINADA 

STJUE 08/05/2019 ir al texto 

 

«Procedimiento prejudicial — Política social — Trabajo de duración determinada — 

Contratos celebrados con un empleador público — Medidas destinadas a sancionar el 

recurso abusivo a contratos de trabajo de duración determinada — Transformación de 

la relación laboral en relación laboral por tiempo indefinido — Limitación del efecto 

retroactivo de la transformación — Inexistencia de reparación económica» 

 

En el asunto C-494/17,que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 

planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por la Corte d’appello di Trento (Tribunal 

de Apelación de Trento, Italia), mediante resolución de 13 de julio de 2017, recibida en 

el Tribunal de Justicia el 14 de agosto de 2017, en el procedimiento entre Ministero 

dell’Istruzione, dell’Università e della Ricerca — MIUR y Fabio Rossato, Conservatorio di 

Musica F.A. Bonporti, 

 

El Tribunal de Justicia (Sala Primera) declara: 

 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=213857&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=2764738
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La cláusula 5, apartado 1, del Acuerdo Marco sobre el trabajo de duración 

determinada, celebrado el 18 de marzo de 1999, que figura en el anexo de la Directiva 

1999/70/CE del Consejo, de 28 de junio de 1999, relativa al Acuerdo Marco de la CES, 

la UNICE y el CEEP sobre el trabajo de duración determinada, debe interpretarse en el 

sentido de que no se opone a una normativa nacional que, tal como es aplicada por 

los máximos tribunales nacionales, excluye cualquier derecho a una indemnización 

económica por utilización abusiva de contratos de trabajo de duración determinada 

sucesivos en favor de los profesores de la enseñanza pública que han obtenido la 

transformación de su relación laboral de duración determinada en una relación laboral 

por tiempo indefinido con un efecto retroactivo limitado, cuando esa transformación 

no es incierta, ni imprevisible, ni aleatoria y cuando la limitación en la toma en 

consideración de la antigüedad adquirida en virtud de contratos de trabajo de 

duración determinada sucesivos constituye una medida proporcionada para sancionar 

tal abuso, lo que corresponde verificar al tribunal remitente 

 

 

 

 

 

 

 

Accede a nuestra página web para encontrar 

todos los números de nuestra Revista 
 

www.juecesdemocracia.es/publicaciones-comision-social 
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http://www.juecesdemocracia.es/publicaciones-comision-social-2/
https://hudoc.echr.coe.int/eng#{"documentcollectionid2":["GRANDCHAMBER","CHAMBER"]}
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DERECHO A LA VIDA 

STEDH 23/05/2019. Caso Mirzoyan c. Armenia ir al texto 
 

Resumen: Derecho a la vida (art.2 CEDH) y derecho a un recurso efectivo (art.13 

CEDH); violación existente. El hijo del demandante, en abril de 2007 mientras 

cumplía el servicio militar obligatorio en la República no reconocida del Halto 

Karabakh, fue víctima de un tiro en la cabeza que disparó uno de sus oficiales. 

Murió en el mes de mayo sin haber recobrado la consciencia. El oficial, que ya había 

sido sancionado por sus superiores en anteriores ocasiones, reconoció los hechos y 

fue condenado en 2009 a 15 años de prisión. El juez del caso desestimó la acción 

civil de indemnización dirigida por el demandante frente al Estado, al considerar 

que el derecho interno no preveía una indemnización por daños morales.  Los 

tribunales de apelación y casación rechazaron el recurso del demandante, que 

invocó su derecho a obtener una reparación derivado del CEDH, el cual, según él, 

debía primera sobre el derecho interno en virtud del art.6 de la Constitución 

armenia. El TEDH aprecia violación tanto del art.2 como del art.13 CEDH.  

 

 

 

DERECHO A UN PROCESO JUSTO 

STEDH 03/04/2019. Caso Repcevirag Szovetkezet c Hungría ir al texto 
 

Resumen: derecho a un proceso justo (art.6 CEDH): violación inexistente. El caso se 

refiere a la denuncia de que los tribunales nacionales rechazaron remitir una 

cuestión prejudicial al TJUE. El TEDH considera que los tribunales nacionales 

resolvieron sin arbitrariedad y de forma razonable. En concreto, la Kúria consideró 

que el recurrente no planteó cuestiones de derecho comunitario en los primeros 

procedimientos que planteó y, por tanto, no podía luego fundarse en tales 

cuestiones en un caso separado seguido por daños y perjuicios contra el TS. 

 

 

https://hudoc.echr.coe.int/eng#{"display":[2],"languageisocode":["ENG"],"documentcollectionid2":["GRANDCHAMBER","CHAMBER"],"itemid":["001-193081"]}
https://hudoc.echr.coe.int/eng#{"languageisocode":["ENG"],"documentcollectionid2":["GRANDCHAMBER","CHAMBER"],"itemid":["001-192767"]}
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DERECHO A LA VIDA PRIVADA 

STEDH 16/05/2019. Caso Tasev c. Macedonia del Norte  
 

Resumen: Derecho a la vida privada (art.8 CEDH): violación existente: El caso trata 

sobre la negativa de las autoridades a estimar la petición de modificación de 

identidad étnica en una lista electoral para la elección de jueces. El TEDH considera 

que la interpretación que efectúan autoridades nacionales de una disposición de 

derecho interno no era previsible para el Sr. Tasev. 

 

Derecho a un proceso justo (art.6 CEDH): el TEDH declara inadmisible la denuncia de 

vulneración del art.6. Considera que los documentos producidos por el Ministerio de 

Justicio han carecido de toda incidencia en lo que se refiere al procedimiento interno. 

Por tanto, su no comunicación como elementos de la prueba por los tribunales 

internos no ha causado al Sr. Tasev un perjuicio relevante. 

 

 

STEDH 16/05/2019. Caso Halabi c. Francia 
 

Resumen: Derecho a la vida privada: inviolabilidad de domicilio (art.8 CEDH). 

Violación existente. El caso se refiere a la conformidad de una inspección domiciliaria 

realizada al amparo del código de urbanismo,  con  el derecho a la inviolabilidad del 

domicilio garantizado por el art.8 CEDH 

 

En marzo de 2009, dos agentes del servicio de urbanismo de la villa de Grasse 

efectuaron una visita en un conjunto inmobiliario para controlar los trabajos que se 

habían realizado. Los agentes  incoaron un procedimiento verbal y comprobaron que 

había construcciones que no habían respetado ni el permiso de construcción 

otorgado ni la declaración de trabajos. Estas operaciones se llevaron a cabo sin el 

acuerdo previo del propietario o del ocupante de los domicilios y en su ausencia. El 

TEDH concluye que la falta de acuerdo del ocupante, a falta de una autorización 

judicial y en ausencia de un recurso efectivo, la inspección domiciliaria en materia de 

urbanismo no puede considerarse proporcionada a los objetivos legítimos que se 

perseguían. 

 

 

LIBERTAD DE REUNIÓN Y ASOCIACIÓN 

STEDH 25/04/2019. Caso Ter-Petrosyan c. Armenia ir al texto 
 

Resumen: Libertad de reunión y asociación (art.11 CEDH): violación existente. El 

recurrente denuncia la dispersión de una manifestación el 1 de marzo de 2008 y  

sostiene que no gozó de un recurso efectivo y que estuvo bajo arresto domiciliario. El 

https://hudoc.echr.coe.int/eng#{"display":[2],"languageisocode":["ENG"],"documentcollectionid2":["GRANDCHAMBER","CHAMBER"],"itemid":["001-192653"]}
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TEDH concluye que el Gobierno, que alegaba falta de agotamiento de los recursos 

internos, no ha logrado probar que exista un recurso efectivo en el sistema jurídico 

nacional. De otro lado, considera que la dispersión de la manifestación fue 

injustificada. Si algunos documentos sugieren que M. Ter-petrosyan fue 

efectivamente sometido a arresto domiciliario, esta cuestión, fundamentalmente 

fáctica, continúa sin ser resuelta. El TEDH considera que no está en situación de 

afirmar que hubo una privación de libertad o una restricción de la libertad de 

circulación 

 

 

STEDH 30/04/2019. Caso Kablis y Elvira c. Rusia  ir al texto 
 

Resumen: libertad de expresión y de reunión (arts.10 y 11 CEDH): violación existente. 

Ambos casos se refieren a las restricciones del derecho a protestar y otros atentados 

contra los derechos de los recurrentes. El TEDH considera que las disposiciones 

legales regionales en las que se han basado los tribunales internos para prohibir una 

manifestación programada por M. Kablis tienen un alcance demasiado amplio y no 

imponen una evaluación de las circunstancias particulares, como el riesgo de 

alteración del orden público. Considera, por otro lado, que el derecho interno 

aplicable entre septiembre de 2015 y junio de 2018 no ofrece un recurso efectivo 

frente a las violaciones de la libertad de reunión. Por otro lado, considera que se ha 

vulnerado la libertad de expresión de los recurrentes a causa de la falta de motivos 

razonables que permitan justificar las medidas adoptadas contra ellos, en el caso M. 

Kablis, restricciones previsibles al acceso a publicaciones en las que el interesado 

llamaba a participar en un evento púbico no autorizado, y en el caso de la Sra. 

Dmitriyeva, condena por llamar a participar en una manifestación no autorizada. 

 

 

STEDH 07/05/2019. Caso MIHR c. Turquía ir al texto  

 

Resumen: Libertad de reunión y asociación (art.8 CEDH). Vulneración inexistente. El 

caso se refiere a la disolución de la fundación (MIHR), fundación de la civilización, el 

conocimiento, la beneficencia y de prosperidad, a causa de la insuficiencia de sus 

recursos financieros para afrontar sus gastos y realizar sus fines estatutarios. El TEDH 

considera que el hecho de exigir de la fundación que cumpla con los criterios 

financieros mínimos deriva de la necesidad de preservar la eficacia y la credibilidad 

del sistema de fundaciones de utilidad pública en Turquía. 

 

https://hudoc.echr.coe.int/eng#{"display":[2],"languageisocode":["ENG"],"documentcollectionid2":["GRANDCHAMBER","CHAMBER"],"itemid":["001-192769"]}
https://hudoc.echr.coe.int/eng#{"display":[2],"languageisocode":["FRE"],"documentcollectionid2":["GRANDCHAMBER","CHAMBER"],"itemid":["001-192902"]}
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ORGANIZACIÓN 
INTERNACIONAL DEL 

TRABAJO 
 
 

OIT NEWS 

 

La OIT y Eurofound se preparan para hacer público un informe conjunto sobre las 

condiciones laborales  Ir a texto 

 

La calidad del empleo interesa a todos los trabajadores. 

 

Un informe conjunto elaborado por la OIT y Eurofound, la agencia europea de 

investigación, ofrece un análisis comparativo sin precedentes de la calidad del 

empleo en el mundo, que abarca las horas de trabajo, las diferencias de 

remuneración por razón de género, la exposición a riesgos físicos, y las posibilidades 

de mejorar las competencias. Ir al texto 

 

Inspección de los buques para proteger a la gente trabajando a bordo: El Convenio 

sobre el trabajo marítimo Ir a texto 

 

La Declaración de Filadelfia – 75 años. Ir al texto 

 

El 10 de mayo de 1994 la Conferencia Internacional del Trabajo adoptó la Declaración 

de Filadelfia. Esto dio al mandato de la OIT un poderoso y duradero ímpetu. 

 

Las mujeres en puestos directivos contribuyen a aumentar el rendimiento empresarial 

Ir al texto 
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http://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_695410/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_696348/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_699004/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_701791/lang--es/index.htm
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Según un nuevo informe, la diversidad de género contribuye a mejorar los resultados 

empresariales y facilita la atracción de profesionales con talento. En el informe se 

abordan asimismo los motivos de las constantes deficiencias en materia de 

diversidad de género y se formulan varias recomendaciones para modificar esa 

tendencia. 

 

100 años contribuyendo a la mejora de la seguridad y la salud en el trabajo. 

 

La seguridad y salud en el trabajo (SST) ha constituido un elemento primordial de la 

labor de la OIT desde su fundación en 1919. Manal Azzi, especialista técnica, destaca 

los principales hitos en materia de SST logrados en los primeros cien años de la OIT y 

examina los retos que plantea el futuro al respecto. Ir al texto 

 

 

 

ADMINISTRACIÓN DEL TRABAJO 
Y SEGURIDAD SOCIAL 

 

 
 

MINISTERIO EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 
 

La Seguridad Social registra un saldo positivo de 3.686,84 millones de euros ir al texto 

 

La Seguridad Social devuelve 26,1 millones de euros a 24.871 autónomos por exceso 

de cotizaciones en 2018. 

 

La Seguridad Social ha calculado que deberá reembolsar más de 26 millones de euros 

(26.127.858,16 €), correspondientes a 24.871 expedientes de trabajadores autónomos 

que durante 2018 han cotizado en régimen de pluriactividad. Ir al texto 

 

El paro registrado se reduce en abril en 172.302 personas respecto al mismo mes del 

año anterior. 

 

En abril de 2019 el paro registrado en las oficinas de los Servicios Públicos de Empleo 

se ha reducido en 172.302 personas respecto al mismo mes del ejercicio anterior, con 

un ritmo de descenso interanual del 5,17%. 

 

El Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social publica la guía sobre el 

registro de jornada Ir al texto 
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https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_703381/lang--es/index.htm
http://www.empleo.gob.es/es/index.htm
http://prensa.mitramiss.gob.es/WebPrensa/noticias/seguridadsocial/detalle/3526
http://prensa.mitramiss.gob.es/WebPrensa/noticias/seguridadsocial/detalle/3526
http://prensa.mitramiss.gob.es/WebPrensa/noticias/laboral/detalle/3527
http://prensa.mitramiss.gob.es/WebPrensa/noticias/laboral/detalle/3527
http://prensa.mitramiss.gob.es/WebPrensa/noticias/laboral/detalle/3531
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Aprobada la convocatoria de subvenciones por importe de 12,6 millones de euros 

para financiar los programas de Escuelas Taller y Casas de Oficios y Talleres de 

Empleo Ir al texto 

 

La pensión media de jubilación se sitúa en mayo en 1.137,71 euros al mes. Ir al texto 

 
 
CALENDARIO ESTADÍSTICO 
 

 

Índices de precios de exportación y de importación de productos industriales Ir a 

texto 

 

Estadística de procedimiento concursal Ir a texto 

 

Indicador adelantado del Índice de Precios de Consumo (IPC) Indicador adelantado 

del Índice de Precios de Consumo Armonizado (IPCA) Abril 2019  Ir al texto 

 

El indicador adelantado del IPC sitúa su variación anual en el 1,5% en abril, dos 

décimas superior a la registrada en marzo. 

 

La tasa anual del indicador adelantado del IPCA es del 1,6%  

 

Índices de Cifras de Negocios en la Industria (ICN). Base 2015  Ir al texto 

 

Marzo 2019. Datos provisionales  

 

La variación mensual del Índice General de Cifras de Negocios en la Industria1 es del 

−0,7% si se eliminan los efectos estacionales y de calendario. 

 

La tasa anual se sitúa en el 1,4% en la serie corregida de efectos estacionales y de 

calendario, y en el 3,5% en la serie original. 

 

Evolución mensual de la cifra de negocios en la Industria  

 

Indicadores de Actividad del Sector Servicios (IASS). Base 2015 Ir al texto 

 

Marzo 2019. Datos provisionales  

 

La variación mensual de la cifra de negocios1 del Sector Servicios de Mercado es del 

−0,2% si se eliminan los efectos estacionales y de calendario. 

 

http://prensa.mitramiss.gob.es/WebPrensa/noticias/laboral/detalle/3532
http://prensa.mitramiss.gob.es/WebPrensa/noticias/seguridadsocial/detalle/3534
http://www.ine.es/daco/daco41/calen.htm
http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736148943&menu=ultiDatos&idp=1254735576715
http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736148943&menu=ultiDatos&idp=1254735576715
http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736177018&menu=ultiDatos&idp=1254735576550
http://www.ine.es/daco/daco42/daco421/ipcia0419.pdf
http://www.ine.es/daco/daco42/icn/icn0319.pdf
http://www.ine.es/daco/daco42/iass/iass0319.pdf
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La tasa anual se sitúa en el 4,3% en la serie corregida de efectos estacionales y de 

calendario, y en el 4,7% en la serie original. 

 

 

 


